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PRESENTACIÓN

Sin impunidad otro mundo es posible. Con esa convicción es que la Plataforma Interamericana de Derechos  Humanos, Democracia y Desarrollo  (PIDHDD) y la organización Belga 11.11.11 decidieron, establecer un convenio para sistematizar la experiencia de presentar informes alternativos a los informes oficiales de los Estados Parte al Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, realizada en América Latina. En ese sentido, asumimos este reto y preparamos el documento “Una Guía para La acción”. 

El mensaje principal que queremos plantear en este documento, es que el uso del mecanismo de presentar informes alternativos ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, como parte de la estrategia de las organizaciones de la sociedad civil para la vigilancia ciudadana de las obligaciones de los Estados, establecidas en el Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, sólo es importante, relevante y útil en la medida que exprese, se vincule y proyecte luchas o movimientos sociales nacionales comprometidos en la defensa de estos derechos. Y si es que, por lo tanto, estos informes tienen objetivos políticos nacionales muy claros y muy precisos. Sólo si tienen ese norte y orientación, el uso de este mecanismo se convierte entonces, en un instrumento más de una estrategia mayor de exigibilidad y de vigilancia social de los derechos económicos sociales y culturales. Ésta es la lección que nos deja el estudio realizado de la experiencia de cómo, en diez países  de América Latina, diversas organizaciones y expertos se han reunido para producir estos informes. 

Con el ánimo de sintetizar esta guía y motivar su lectura, podemos destacar cuatro ideas principales: la primera señala que desde que apareció esta experiencia en América Latina por los años noventa, han habido cambios muy significativos en la producción de informes alternativos. Son las redes internacionales, las pioneras en presentar estos informes alternativos al Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (caso de FIAN que es la Red Internacional por el Derecho a Alimentarse o el caso de la Coalición Habita Internacional).

En el proceso las organizaciones nacionales han ido alcanzando mayor responsabilidad y mayor presencia en la elaboración de estos informes. Además podemos observar que los informes eran elaborados al principio por una o dos personas o por un equipo de expertos de alguna institución o algunas instituciones. Hoy en día, tal como lo muestran diversas experiencias, estos informes, son producto del esfuerzo de una diversidad de actores, instituciones multidisciplinarias y de expertos en la materia, que realizan un trabajo conjunto y de cooperación,  cuya misión principal es la de preparar estos informes.

Esto ha significado que los informes ganen en visión nacional, tengan una visión más descentralizada y, por qué no decirlo -aunque hay que afirmar esto, todavía como un desafío-, ganen en pluriculturalidad; es decir, que expresen la realidad de los diversos pueblos que habitan nuestros territorios y que lamentablemente nuestros estados nacionales excluyen.

La segunda idea que nos parece necesario resaltar, es que, en la gran diversidad de actores que se unen para producir estos informes, no sólo participan organizaciones de derechos humanos, sino que, crecientemente se han involucrado también,  para realizar un trabajo coordinado, organizaciones para el desarrollo, y sobre todo ahora último, organizaciones sociales representativas de los sectores más vulnerados de la población en el goce de los derechos  económicos sociales y culturales.

El tercer punto que queremos señalar en esta guía, es que, en la medida que los informes son representación de esta diversidad de actores, se articulan y se combinan, por ello, diversidad de enfoques. No sólo el enfoque de derechos, que aportan los movimientos de derechos humanos, sino también el enfoque de desarrollo humano que aportan los movimientos u ONGs de desarrollo. Y ahora, también adquiere nueva vitalidad y nuevos términos el aporte de las organizaciones sociales, gremiales, sindicales, de trabajadores y de campesinos, que es el concepto de la movilización social.

Si logramos hacer una síntesis de estos enfoques de derechos con los enfoques de desarrollo, y recuperar el sentido de cosa pública y el de la movilización social, estamos entonces, en condiciones de producir informes que, no solamente cumplen con presentar formalmente ante el Comité un procedimiento que puede terminar siendo ritual; sino que, adquieren y se constituyen en un instrumento necesario para la acción ciudadana, que es la única garantía para que el estado cumpla con las obligaciones establecidas y para el ejercicio efectivo de los derechos económicos, sociales y culturales.

Y por último, señalamos que es necesario darle la mayor difusión posible al informe paralelo y a las observaciones del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales. La difusión debe ser una herramienta de presión hacia el Estado para el cumplimiento de estas observaciones. Debemos garantizar la propagación del concepto de obligatoriedad, para, a partir de ello, crear sistemas ciudadanos de vigilancia social.

La Plataforma Interamericana de Derechos Humanos Democracia y Desarrollo y la organización de Cooperación Belga 11.11.11 alcanzan esta Guía a los líderes, dirigentes y promotores ciudadanos, con la intención que les sirva para la acción en defensa de la dignidad, libertad e igualdad de todos los seres humanos.

Dante Vera Miller

CEDAL / PERU

Perú. Abril 2002
INTRODUCCIÓN

En América Latina, Centro América y El Caribe, las organizaciones no gubernamentales (ONG) nacionales e internacionales dedicadas a la promoción de los derechos humanos, el desarrollo social y los derechos de las mujeres, a la protección de grupos vulnerables y a la defensa del medio ambiente; así como las organizaciones comunitarias de base (OCB) y organizaciones sindicales, recurren crecientemente a las normas, mecanismos y procedimientos establecidos por los pactos internacionales de derechos humanos, para exigir la plena realización de éstos y el cumplimiento de las obligaciones y compromisos que los Estados Parte han asumido ante la comunidad internacional y sus pueblos. 

En este contexto adquiere especial importancia la presentación ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) de Naciones Unidas de informes periódicos por los Estados Parte y de informes alternativos por las organizaciones de la sociedad civil, sobre la situación de los derechos reconocidos por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), en aplicación de los mecanismos de vigilancia establecidos en el pacto y conforme a las directrices y observaciones generales del Comité.

A partir de esta experiencia diversos actores de la sociedad civil potencian su actividad institucional y sus alianzas, encontrando nuevas formas de cooperación y trabajo conjunto que contribuyen a la articulación de acciones ciudadanas nacionales y globales, a la ampliación de normas y garantías legales en el derecho interno y en el sistema internacional de protección de los derechos humanos y a la formulación y aplicación de políticas públicas favorables a los derechos humanos en sus respectivos países.

Esta práctica ha motivado que la Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo (PIDHDD) y el organismo de cooperación belga 11.11.11. comprometidos con estas acciones de exigibilidad, convengan en la necesidad de realizar la sistematización de esta experiencia latinoamericana, con la finalidad de elaborar una guía de acción que ayude a las organizaciones de la sociedad civil de diversas partes del mundo, a mejorar la presentación de los informes alternativos, considerando los objetivos políticos nacionales y las estrategias de exigibilidad que se tracen, buscando lograr un impacto más efectivo en el respeto, protección y realización de los derechos económicos, sociales y culturales. 

La guía que hemos elaborado recoge estas consideraciones de la siguiente manera: En el Capítulo I se revisa la normatividad, los mecanismos y los procedimientos para la presentación y el examen del informe del Estado Parte; presenta también las funciones y relaciones del Consejo Económico y Social (ECOSOC) y del Comité en el sistema de vigilancia del Pacto. En el Capítulo II analizamos y describimos el proceso de legitimación de la intervención de las organizaciones no gubernamentales en el trabajo del Comité. El Capítulo III presenta la sistematización de la experiencia de presentación de informes alternativos, paralelos o contrainformes de 10 países de América Latina: Argentina, Brasil, Bolivia, Colombia, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Perú y Venezuela. Y en el Capítulo IV proponemos un “Manual para la Elaboración de Informes Alternativos”.

El estudio sugiere iniciativas para la reforma del actual sistema de vigilancia del Pacto para hacerlo más eficaz y participativo, a partir de la consideración general acerca del carácter justiciable de los derechos económicos, sociales y culturales y de la posibilidad de que individuos o grupos de individuos que estiman que se han violado sus derechos reconocidos en el Pacto puedan presentar quejas o demandas ante el Comité, tal como lo considera el documento de propuesta de Protocolo Facultativo elaborado por el Comité.

CAPÍTULO I

Los Mecanismos de Vigilancia del Cumplimiento de las Obligaciones de los Estados Parte Derivadas del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales

El Capítulo I presenta la normatividad, los mecanismos y los procedimientos para la presentación y examen de los informes periódicos de los Estados Parte, conforme a lo establecido por el Pacto Internacional y por las directrices y observaciones generales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas. Presenta también, las funciones y relaciones del Consejo Económico y Social (ECOSOC) y del Comité en el sistema de vigilancia del Pacto. Esto, con  la finalidad de que las organizaciones de la sociedad civil interesadas en desarrollar estrategias de vigilancia social y exigibilidad respecto de estos derechos conozcan, las diferentes categorías de obligaciones jurídicas a las que están sujetos los Estados que firman y ratifican el Pacto y puedan hacer un uso más eficaz del sistema internacional de protección de derechos humanos.
Las fuentes de información consultadas para la elaboración de este capítulo han sido básicamente el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y los documentos oficiales del Consejo Económico y Social en los que constan los informes sobre los períodos de sesiones del primero (1987) al vigésimo cuarto (2000) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, las directrices y las observaciones generales adoptadas por este organismo.

La Carta Internacional de Derechos Humanos

La base jurídica de las actividades de las Naciones Unidas encaminadas a promover, proteger y vigilar la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales, es la Carta Internacional de Derechos Humanos integrada por tres textos: la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) junto con sus dos protocolos optativos. La Carta expresa un consenso universal que  constituye en el punto de partida teórico, sobre la indivisibilidad e interdependencia de todos los derechos humanos.

El Pacto

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) fue aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión mediante la resolución 2200A (XXI) de la Asamblea General de las Naciones Unidas del 16 de diciembre de 1966. Adquirió fuerza de ley y entró en vigor el 3 de enero de 1976, luego que se depositara el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

El Pacto consta de 31 artículos divididos en cinco partes. La primera consiste en un único artículo, común a los dos pactos, que establece el derecho a la libre determinación de los pueblos, base de los derechos humanos individuales. La segunda parte (artículos 2 al 5), contiene las disposiciones generales del Pacto resumidas en la obligación de los Estados de adoptar medidas hasta el máximo de los recursos de que disponga para asegurar progresivamente, la plena efectividad de los derechos reconocidos en el mismo, sin discriminación alguna. La tercera parte (artículos 6 al 15), formula los diferentes derechos económicos, sociales y culturales; la cuarta (artículos 16 al 25), reglamenta el proceso de control internacional sobre la puesta en práctica del pacto, así como el papel de la comunidad internacional y de los organismos especializados de Naciones Unidas en este proceso. Por último, la quinta parte (artículos 26 a 31), contiene las disposiciones relativas a la firma, ratificación y adhesión al Pacto.

Estado Parte

Cuando un Estado deposita el instrumento de ratificación o de adhesión se convierte en Estado Parte del Pacto y se compromete voluntariamente y de buena fe a cumplir las obligaciones jurídicas de respetar, proteger y realizar (ful-fill) los derechos reconocidos por el Pacto y aplicar sus disposiciones.  Es así como hasta el 16 de julio del 2001, han firmado y ratificado el Pacto 145 Estados.

    Derechos reconocidos por el Pacto

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoce los siguientes derechos humanos: libre determinación de los pueblos (Art.1), no discriminación (Art. 2), igualdad de trato a los hombres y mujeres (Art. 3), derecho al trabajo (Art. 6), condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias (Art. 7), sindicalización, libertad sindical y el derecho de huelga (Art. 8), derecho a la seguridad social y los seguros sociales  (Art. 9), protección y asistencia a la familia, madres, infancia y a la adolescencia (Art. 10), derecho a un nivel de vida adecuado incluso alimentación, vestido y vivienda (Art. 11), derecho a la salud física y mental (Art. 12), derecho a la educación (Art. 13), enseñanza primaria obligatoria y gratuita (Art. 14) y derecho a participar en la vida cultural y gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones (Art. 15). 

Las obligaciones de los Estados Parte

Los derechos económicos, sociales y culturales son derechos fundamentales que se hallan en vía de realización progresiva, lo cual no atenúa las obligaciones muy concretas que tienen los Estados Parte de respetar, proteger y realizar estos derechos. Se entiende por respetar, la obligación del Estado de abstenerse de cualquier acción contraria a la plena realización de los derechos; se entiende por proteger, la obligación del Estado de tomar medidas para garantizar los derechos en especial de los sectores vulnerables de la sociedad; y por realizar se entiende la obligación del Estado de hacer efectivo los derechos en cualquier circunstancia.

El artículo 2 (1) exige a los Estados adoptar medidas, lo que, según las reglas de interpretación de los tratados de derechos humanos, no puede sino significar la ejecución de avances concretos y precisos en un plazo determinado haciendo uso hasta el máximo de los recursos de que disponga. El compromiso de lograr por todos los medios apropiados, la efectividad de estos derechos va más allá de la aprobación formal de normas legales. Los Estados deben examinar detenidamente cual instrumento jurídico-administrativo y qué políticas públicas y planes son los más idóneos para la consecución progresiva de cada uno de los derechos enunciados en el Pacto. 

El Pacto constituye para los Estados Parte, la obligación categórica de garantizar sin discriminación alguna un nivel básico de ejercicio de los derechos comprendidos en él. Además, la obligación de garantizar el desarrollo progresivo  de los derechos, debe  entenderse claramente como la prohibición a los retrocesos con respecto al grado de consecución de los mismos
.

Violaciones 

Tomando como referencia los principios de Limburgo del 70 al 73 acerca de la Aplicación del  Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
  y las Directrices de Maastricht sobre Violaciones de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales
, se pueden identificar casos de violación por comisión u omisión, violaciones referentes a elementos del contenido mínimo esencial del derecho precisadas por las observaciones generales del Comité, violaciones por discriminación (párrafo 2 del artículo 2 del Pacto), inobservancia por razones sometidas al control del Estado y medidas retroactivas en el reconocimiento jurídico de los derechos.

El principal desafío para las organizaciones de la sociedad civil que desarrollan estrategias de exigibilidad y vigilancia social de las obligaciones de los Estados Parte respecto a los derechos económicos, sociales y culturales es, contribuir en la identificación y argumentación jurídica y política de casos específicos de violación de estos derechos. 

El Consejo Económico y Social - ECOSOC

El proceso de control internacional sobre la puesta en práctica del Pacto está reglamentado en sus artículos del 16 al 25. En éstos, se establece que el Consejo Económico y Social (ECOSOC) se encargará de ese proceso. 

El Consejo fue creado por la Carta de las Naciones Unidas como principal órgano coordinador de la labor económica y social de Naciones Unidas y de los organismos e instituciones especializados, que constituyen el sistema de las Naciones Unidas. El Consejo tiene 54 miembros, con mandato de tres años. Las decisiones del ECOSOC se toman por mayoría simple, y cada miembro tiene derecho a un voto. 

El ECOSOC tiene como función, promover y asegurar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales, coordinar las actividades de los organismos especializados y celebrar consultas con las organizaciones no gubernamentales, que se ocupen de asuntos en los que el Consejo tiene competencia. En la actualidad el ECOSOC ya no juega un papel determinante en la supervisión del Pacto, se limita a recibir los informes y las recomendaciones del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los que hasta el momento, ha aprobado sin reserva.

En su Resolución 1296 (XLIV) del 23 de mayo de 1968, el Consejo Económico y Social aprobó los arreglos para la celebración de consultas con las organizaciones no gubernamentales. En esta Resolución, se establecen con precisión, los principios, las categorías, los procedimientos y los requisitos para el desarrollo de estas consultas. 

El Comité

Ante las dificultades en la aplicación de los mecanismos de vigilancia del cumplimiento de las obligaciones de los Estados Parte, el Consejo Económico y Social creó el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) mediante Resolución 1985/17 del 28 de mayo de 1985. El CDESC tiene como función examinar los informes presentados por los Estados Parte y hacer todas las propuestas pertinentes sobre la aplicación del Pacto. En la actualidad el Comité se ha convertido prácticamente en el único órgano de control de la puesta en práctica del Pacto. 

El Comité lo integran 18 expertos independientes de los Estados que actúan a título personal y no como representantes de los gobiernos
.  Son procedentes de las cinco regiones del mundo, de acuerdo a los criterios de representación geográfica de la ONU. 

Los miembros del Comité, son elegidos por el Consejo Económico y Social por votación secreta, a partir de una lista de personas propuesta por los Estados Parte del Pacto para mandatos de cuatro años y pueden ser reelegidos si se les selecciona para ello. A partir de ello, el propio Comité elige su Presidente, tres Vicepresidentes y un Relator.

El Comité realizó su primer período de sesiones del 9 al 27 de marzo de 1987; desde entonces, el Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas presta sus servicios al mismo.

El Comité es, en el plano jurídico e institucional, un órgano de asistencia del ECOSOC, con base en el artículo 68 de la Carta de las Naciones Unidas. No es un organismo directamente convencional, porque no tiene origen en un protocolo, a diferencia de los otros cinco órganos de derechos humanos establecidos en virtud de tratados. Al ser un organismo subsidiario del Consejo Económico y Social, su autoridad oficial proviene de ese órgano y realiza, por ello, la supervisión a nombre del ECOSOC. Eso significa, teóricamente, que el Comité podría ser disuelto por un voto, en ese sentido de la mayoría simple en el ECOSOC.

Según Texier, dicha naturaleza del Comité, constituye más su fuerza que su debilidad, ya que los fondos para su funcionamiento, provienen del presupuesto general de Naciones Unidas sin depender económicamente de los Estados Parte. Asimismo, posee una gran libertad para adoptar sus métodos de trabajo y en particular para relacionarse con las organizaciones no gubernamentales y organizaciones comunitarias de base.  

Para el cumplimiento de su mandato, el Comité en su 12° período de sesiones (mayo 1995), pidió al Consejo Económico y Social que lo autorizase a celebrar dos períodos de sesiones anuales de tres semanas cada una, durante los meses de abril / mayo y noviembre / diciembre. El Consejo, con arreglo a su resolución 1995/39 aprobó la petición del Comité. Por otro lado, en su 20° período de sesiones (abril / mayo 1999) el Comité, pidió al ECOSOC que lo autorizase a celebrar un período de sesiones extraordinario adicional. El Consejo aprobó en julio de 1999 la resolución 1999/287. En ésta, el Consejo preocupado porque los arreglos vigentes para las reuniones del Comité, ya no permitían el cumplimiento cabal, eficiente y oportuno de las responsabilidades que incumbe al Comité, aprobó la celebración de dos períodos extraordinarios de sesiones adicionales del Comité de tres semanas de duración en el 2000 y 2001. El Consejo pidió que esos períodos de sesiones se utilizaran para el examen de informes de los Estados Parte a fin de reducir el atraso, y pidió al Comité que examinara los medios y arbitrios para mejorar la eficacia de sus métodos de trabajo e informara al Consejo de las medidas adoptadas a ese respecto
. Este período extraordinario de sesiones adicionales, se lleva a cabo durante los meses de agosto y septiembre.  

Procedimiento de supervisión 

Los procedimientos de supervisión del cumplimiento de las obligaciones de los Estados Parte establecidas en el Pacto (artículos 16 al 25) son básicamente de dos tipos: los de naturaleza regular y sistemática y los de naturaleza eventual o episódica. Estos han venido siendo modificados y desarrollados por las directrices y observaciones generales aprobadas en sus diferentes períodos de sesiones por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Presentación de informes periódicos

El primer tipo de procedimiento de supervisión establecido en el artículo 16 del Pacto, es el que se deriva de la obligación estatal de presentar informes al Secretario General de Naciones Unidas sobre las medidas que hayan adoptado y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo. 

El Pacto no establece las pautas a las cuales se deben acoger los informes, ni faculta un mecanismo de control para revisarlos. Simplemente establece que el Secretario General debe enviar las  copias de los informes al ECOSOC y a los Organismos Especializados (OE) del sistema de Naciones Unidas pertinentes. 

Para aplicar este mecanismo de vigilancia, el ECOSOC contaba simplemente -entre los años 1976 y 1987- con la asistencia de representantes gubernamentales de las misiones diplomáticas en Nueva York  para examinar los informes recibidos. A partir de 1980 hasta 1985, se valió de un grupo de expertos gubernamentales, el Sessional Working Group, para desempeñar esta tarea. Sin embargo este proceso, teñido por la confidencialidad gubernamental, no resultó satisfactorio y el ECOSOC decidió en 1985 llevar a cabo una reorganización del proceso de supervisión y creó el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales para examinar los informes presentados por los Estados Parte y hacer todas las propuestas pertinentes sobre la aplicación del Pacto. 

Periodicidad de los informes

El artículo 17 del Pacto establece, que los Estados Parte presentarán sus informes  por  etapas  en  el  plazo  de un  año  desde  la  entrada  en  vigor del mismo. El ECOSOC estableció posteriormente, un programa por el cual los Estados Parte debían presentar sus informes iniciales en tres partes divididas en base a los artículos del Pacto (artículos 6 al 9, artículos 10 al 12 y subsecuentemente, artículos 13 al 15). Estos informes iniciales se presentaban en intervalos de tres años; una vez cumplido el requisito inicial, al haber presentado las tres partes, los Estados debían presentar los informes posteriores respetando la división por partes, cada una de ellas en intervalos de dos años. 

Este método de presentar los informes no permitía tener una visión global o integral del grado de realización de los derechos económicos, sociales y culturales en el país. En su Segundo período de sesiones (1988), el Comité acordó introducir un nuevo sistema de presentación de informes. Este nuevo sistema, exige que se presente un informe global único en un plazo de dos años después de ratificado el Pacto e informes posteriores cada cinco años. En su noveno período de sesiones (1993) luego de transcurridos cinco años de esa decisión, el Comité observó que continuaba recibiendo informes basados en el sistema trienal. Dado que esa situación producía una ventaja injustificada a los Estados debido a que presentan sólo un informe global cada nueve años en vez de cada cinco, el Comité decidió no recibir ningún informe trienal después del 1 de enero de 1995. Esto significa que todo informe presentado por los Estados Parte después de esa fecha deberá ser un informe amplio que abarque todo el Pacto y se base en las directrices y observaciones generales del Comité para la presentación de informes.

Dado que muchos Estados presentan sus informes con retraso y normalmente se aplaza su examen en el Comité, la interpretación estricta de la norma quinquenal podría dar lugar a que el siguiente informe periódico del Estado Parte deba presentarse el mismo año en que el Comité va examinar su informe anterior. Ante esta situación en su período de sesiones 22º al 24º (2000) el Comité, estudió el modo de resolver este problema sin recompensar a los Estados Parte que no suelen presentar sus informes a tiempo. El Comité decidió que como norma general, el Estado Parte deberá presentar el siguiente Informe periódico cinco años después del examen de su informe anterior ante el Comité, pero que éste podrá reducir el plazo basándose en los criterios siguientes y teniendo en cuenta todas las circunstancias pertinentes:

1. La puntualidad del Estado Parte de presentar sus informes.

2. La calidad de toda la información presentada por el Estado Parte.

3. La calidad del diálogo constructivo entre el Comité y el Estado Parte.

4. La adecuación de la respuesta del Estado Parte a las observaciones finales del Comité.

5. La aplicación efectiva del Pacto en el Estado Parte.

Los organismos especializados

Conforme a los artículos 19 y 20 del Pacto, el ECOSOC puede  transmitir estos informes a la Comisión de Derechos Humanos para su estudio, información y recomendaciones generales, pudiendo los Estados formular observaciones al respecto. De modo concurrente, el Pacto admite que el ECOSOC celebre acuerdos con los Organismos Especializados, a fin de que ellos le presenten informes relacionadas a sus esferas de actividad (Art. 18). Sin embargo,  considerando la experiencia del Comité, la participación en el proceso de examen de los informes y la colaboración de los órganos de las Naciones Unidas tales como el PNUD, OMS, UNESCO, ACNUR, entre otros, no cubre aún las disposiciones previstas en el Pacto. Lo mismo ocurre con los organismos especializados como el Banco Mundial o el Fondo Monetario Internacional. La OIT es el único organismo especializado que provee información regular al Comité sobre el tema del trabajo y la seguridad social. 

Procedimientos eventuales de control

Como mecanismo de control eventual o episódico, el Pacto establece en su artículo 21, que el ECOSOC podrá presentar a la Asamblea General de la ONU de vez en cuando informes con recomendaciones de carácter general, así como un resumen de las informaciones proporcionadas por los Estados Parte. En su artículo 22, el Pacto establece que el ECOSOC podrá llamar la atención de otros órganos de la ONU para que se pronuncien dentro de su esfera de competencia sobre toda cuestión surgida de los informes. En su artículo 23, el Pacto señala además que los Estados Parte reconocen procedimientos tales como la conclusión de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técnica y la celebración de reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en cooperación con los gobiernos interesados. 

Procedimientos relativos a las medidas de seguimiento

En su 21º período de sesiones (1999), el Comité decidió un conjunto de procedimientos para hacer un seguimiento más eficaz de la presentación de los informes periódicos de los Estados Parte. El Comité, cuando sea pertinente en las observaciones finales, pedirá al Estado Parte que le comunique en su próximo informe periódico, todas las medidas tomadas para dar aplicación a las recomendaciones hechas en las observaciones finales; asimismo requerirá, que le faciliten más información o datos estadísticos y dé respuesta a una cuestión específica urgente e identificada en dichas observaciones; todo ello, con anterioridad a la fecha en que deba presentarse el próximo informe. 

Respecto a esta información, el grupo de trabajo anterior al período de sesiones, podrá recomendar al Comité diversas respuestas; desde tomar nota de la información hasta autorizar al Presidente del Comité, a que informe al Estado Parte, antes del siguiente período de sesiones, que el Comité se ocupará de tal cuestión en su próximo período, por lo que éste, invita a un representante del Estado Parte a participar en su labor.

Misiones de asistencia técnica

En los casos en que el Comité considere que no puede obtener la información que necesita, de conformidad con el artículo 23 del Pacto y con los procedimientos relativos a las medidas de seguimiento, puede pedir que el Estado Parte acepte una misión integrada por uno o dos miembros del Comité. El ECOSOC debe aprobar la iniciativa del Comité, a reserva de que el Estado Parte de quien se trate, acepte el ofrecimiento del Comité.

La misión deberá: a) reunir la información necesaria para continuar su diálogo constructivo con el Estado Parte y para desempeñar las funciones que le incumben en relación con el Pacto; b) establecer una base más amplia para que el Comité pueda desempeñar las funciones que le incumben en la esfera de la asistencia técnica y los servicios de asesoramiento. 

El Comité indica específicamente la cuestión o las cuestiones señaladas respecto de las cuales sus representantes tratarán de obtener información de todas las fuentes disponibles. Los representantes también se encargan de determinar si el programa de servicios de asesoramiento, administrado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, puede servir de ayuda en relación con la cuestión concreta que se haya planteado. En base al informe  de los representantes, el Comité formula sus propias conclusiones. En caso de que el Estado Parte aludido no acepte la misión propuesta, el Comité podrá examinar la posibilidad de hacer cualesquiera recomendaciones apropiadas al Consejo Económico y Social.

A la fecha, el Comité ha propuesto brindar esta forma de asistencia eventual y directa en dos casos relacionados con el derecho a la vivienda y desalojos forzosos: un caso es el de República Dominicana (sexto período de sesiones - diciembre 1991 aprobada por la decisión del ECOSOC 1992/261 de julio 1992) y el otro es el de Panamá (séptimo período de sesiones - diciembre 1992 aprobada por la decisión del ECOSOC  1993/294 de julio 1993). El gobierno de la República Dominicana se negó en un principio a la asistencia propuesta por el Comité aduciendo “que no ha existido ninguna violación del Pacto”, pero finalmente el 25 abril de 1997 accedió al pedido, llevándose a efecto la misión entre el 19 y el 27 de septiembre de 1997. En el segundo caso, el gobierno de Panamá comunica el 27 de  enero de 1994 su decisión de “declinar la oferta, por no ser este el momento más adecuado ni conveniente para recibir ese asesoramiento”, pero finalmente decidió aceptar el ofrecimiento en diciembre 1994, realizándose la misión entre el 16 y 22 de abril de 1995.

Los objetivos de la misión a Panamá fueron hacerse de una idea más precisa acerca de la                       situación de la vivienda y proseguir el diálogo con el gobierno y la sociedad civil, esto con miras a la mejor aplicación posible del Pacto en la esfera de la vivienda. En la preparación y actividades de la misión se recibió información, por parte de los órganos de las Naciones Unidas, de los organismos especializados y organizaciones regionales, de las organizaciones no gubernamentales como la Coalición Internacional Hábitat, la Comisión Nacional de Derechos Humanos de Panamá (CONADEHUPA), el Centro de Capacitación Social (CCS), la Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos en Centroamérica (CODEHUCA), la Comisión Americana de Juristas, la Coordinadora Popular de Derechos Humanos en Panamá (COPODEHUCA), el Servicio Paz y Justicia (SERPAJ), el Congreso General Ngöbe-Buglé, y la Asociación de Moradores de San Miguelito, Sagrada Resurrección, Felipillo, etc.

Entre las recomendaciones de la Misión al gobierno de Panamá, se propuso la aprobación de un plan nacional de vivienda, la delimitación de la comarca indígena Ngöbe-Buglé, la suspensión de las actividades mineras en espera de una concertación con las poblaciones afectadas, que se ponga fin a la práctica de desalojos forzosos por las autoridades, que se asigne prioridad a los programas de rehabilitación  como en el caso del barrio El Chorrillo destruido por la invasión estadounidense y que se proceda a una política de regularización de los títulos de propiedad.

La misión de Asistencia Técnica a la República Dominicana, se centró principalmente en las cuestiones señaladas a la aplicación del derecho a la vivienda y en las cuestiones señaladas en las observaciones finales del Comité. 

En la preparación y actividades de la misión participaron las organizaciones de la sociedad civil como: la Asociación Americana de Juristas, la Coalición Internacional Hábitat, la Ciudad Alternativa, el Comité para la Defensa de los Derechos Barriales (COPADEBA), el Centro Dominicano de Asesoría e Investigaciones Legales (CEDAIL), el Centro de Orientación de Investigación Integral (COIN), la Comisión Dominicana de Derechos Humanos, el Comité Dominicano de Derechos Humanos, la Confederación Unitaria de Trabajadores, la Federación Nacional de Trabajadores Azucareros y Afines, el Sindicato de Picadores de Caña y el Movimiento de Mujeres Dominico- Haitianas.

En sus conclusiones y recomendaciones la Misión constató el cambio en la política de vivienda con respecto al anterior gobierno que daba preferencia a las grandes obras públicas ornamentales, a los deseos de las clases ricas y a los proyectos de vivienda que se inscribían en el marco de un sistema centralizado y autoritario. 

Entre sus recomendaciones, la Misión propone la reubicación de todas las familias que fueron expulsadas por los gobiernos anteriores, una nueva política de vivienda abierta, democrática y cooperativa, el retiro de los militares de las comunidades; asimismo, la Misión muestra su preocupación por los derechos de los trabajadores inmigrantes de origen haitiano y sus hijos y las condiciones de vida en las aldeas miserables ubicadas en medio de las refinerías de azúcar, entre otros
. 

Las organizaciones dominicanas utilizaron hábilmente las recomendaciones que desde 1990 formuló el Comité, para reforzar la protección de los derechos humanos e influir en la formulación de una política alternativa, especialmente en lo que se refiere a las viviendas de la población.

La experiencia de las misiones de asistencia técnica señalan una ruta que puede ser explotada por las organizaciones de la sociedad civil interesadas en desarrollar estrategias de exigibilidad y vigilancia social de las obligaciones de los Estados, respecto a los derechos económicos, sociales y culturales. 

En primer lugar, cuando se identifica un caso flagrante de violación masiva y persistente de alguno de estos derechos por parte del Estado o cuando agentes privados por omisión o complicidad del Estado dificultan el goce de alguno de estos derechos por parte de un sector de la población, como ocurre, por ejemplo, con las comunidades o pueblos indígenas afectadas por las inversiones hidro energéticas de empresas transnacionales; en este caso se puede solicitar al Comité que estudie la posibilidad de pedir una asesoría técnica al Estado respecto a la problemática identificada. 

En segundo lugar, se puede gestionar en el Comité el ofrecimiento de asistencia técnica cuando los Estados Parte se encuentran significativamente retrasados en la presentación de sus informes periódicos o en la entrega de la ampliación de información específica solicitada por el Comité.

Esta experiencia facilitó formas de cooperación y trabajo conjunto a organizaciones de diferente tipo, como son las organizaciones de derechos humanos, de promoción del desarrollo, organizaciones académicas y las organizaciones representativas de los sectores sociales afectados, tanto de carácter nacional como internacional. Esto permitió, que el Comité tuviera acceso a diversas fuentes de información y lograra una visión más objetiva de la vigencia de los derechos, materia de la asistencia técnica, en el país en cuestión.

Las observaciones generales 

Atendiendo a una invitación que le dirigió el Consejo Económico y Social, el Comité decidió comenzar, a partir de su tercer período de sesiones (1989), la preparación de observaciones generales basadas en los diversos artículos y disposiciones del Pacto, con el fin de ayudar a los Estados Parte en el cumplimiento de sus obligaciones en materia de presentación de informes.

En la experiencia del Comité se puede distinguir dos tipos de observaciones generales: unas son las observaciones finales del Comité referentes al informe de cada Estado Parte y otras son las observaciones que representan una interpretación autorizada de los derechos enunciados en el Pacto y las obligaciones de los Estados Parte.

Por medio de sus observaciones generales el Comité procura transmitir a todos los Estados Parte, la experiencia adquirida en el examen de estos informes con el fin de facilitar y promover la ulterior aplicación del Pacto; el Comité también busca llamar la atención de los Estados Parte, acerca de las insuficiencias puestas de manifiesto en un gran número de informes; así como sugerir mejoras en el procedimiento de observaciones y estimular las actividades de los Estados Parte, las organizaciones internacionales y los organismos especializados interesados en lograr de manera progresiva y eficaz, la plena realización de los derechos reconocidos en el Pacto.

El Comité ha aprobado hasta ahora 14 observaciones generales
. Los textos de las observaciones generales están disponibles en español, francés e inglés en la página Web de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (http://www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf). 

Las organizaciones de la sociedad civil pueden participar en los debates y formulación de las observaciones generales, tanto en las que aprueba por consenso y en sesión privada el Comité, referidas a los informes de los Estados Parte pudiendo los interesados alcanzar sugerencias a algunos de sus miembros para ayudar en su opinión, así como en las observaciones sobre el contenido de los derechos u otros temas referidos a la aplicación del Pacto, sabiendo de antemano el programa de los debates generales que realiza el Comité y alcanzando a la Secretaría sus propuestas. 

Observación general  Nº 1 

La Observación general Nº 1 sobre la presentación de informes por los Estados Parte, fue adoptada por el Comité en su tercer período de sesiones (1989). La Observación precisa los objetivos de los informes que deben presentar los Estados Parte y establece pautas sobre la forma y contenido de éstos.

Esta señala lo siguiente: “El Comité considera que sería inexacto asumir que la presentación de informes son, en lo fundamental, una mera cuestión de procedimiento, encaminada tan sólo a cumplir con las obligaciones formales de cada Estado Parte en cuanto a la presentación de informes al órgano internacional de vigilancia que corresponda. Por el contrario, de conformidad con la letra y el espíritu del Pacto, los procesos de preparación y presentación de informes por los Estados pueden, y más aún deben, permitir el logro de diversos objetivos”. 

Conforme a esta observación, el informe que presentan los Estados Parte debe proporcionar el panorama del estado actual de realización de los derechos protegidos por el Pacto. En virtud de la misma, el Comité estableció que en el desempeño de sus labores no se detendrá en la información contenida en el informe, sino que insistirá en que se llegue a examinar la situación y los efectos concretos del grado de consecución de los derechos económicos, sociales y culturales en el país determinado.

En ese sentido, la redacción de un informe debe brindar la oportunidad de establecer un programa viable de desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales; para así permitir el examen periódico de la evolución de los distintos derechos, la evolución de las prioridades establecidas por la política gubernamental con respecto a estos derechos y el desarrollo de una discusión pública y constructiva sobre el estado de realización de los derechos. Para lograr estos objetivos, es imperativo facilitar el examen público de las políticas de los gobiernos con respecto a la aplicación del Pacto, vincular a los diversos grupos sociales al proceso de redacción de los informes y publicar el informe, las conclusiones y recomendaciones formuladas por el Comité. 

Observación general No 3

La Observación general Nº 3 sobre la índole de las obligaciones de los Estados Parte (párrafo 1 del art. 2 del Pacto) fue adoptada por el Comité en su quinto período de sesiones (1990). 

Aunque el Pacto contempla una realización paulatina y tiene en cuenta las restricciones derivadas de la limitación de los recursos con los que se cuenta, también impone varias obligaciones con efecto inmediato; de éstas, dos resultan particularmente importantes. 

Una de ellas consiste en que los Estados se comprometen a garantizar que los derechos pertinentes se ejercerán sin discriminación. La otra consiste en el compromiso de adoptar medidas, dentro de un plazo razonablemente breve; tales medidas deben ser deliberadas, concretas y orientadas lo más claramente posible hacia la satisfacción de las obligaciones reconocidas en el Pacto. 

Entre las medidas que cabría considerar apropiadas, además de las legislativas, está la de ofrecer recursos judiciales. Otras medidas, son las de carácter administrativo, financiero, educativo y social. 

Existen en el Pacto varias otras disposiciones que cabría considerar de aplicación inmediata. Entre ellas, están el artículo 3 referido al igual trato a los hombres y mujeres, el inciso i del apartado a) del art. 7 referido a un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, el art. 8 referido al derecho de fundar sindicatos y el derecho a la huelga, el párrafo 3 del artículo10 referido a adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes sin discriminación alguna, el apartado a) del párrafo 2 y los párrafos 3 y 4 del art.13 referido a la obligatoriedad y gratuidad de la enseñanza primaria y a la libertad de educación  y el párrafo 3 del art. 15 referido a la libertad para la investigación científica y para la actividad creadora. 

La observación general establece que se le informe al Comité, hasta qué punto tales derechos se consideran justiciables; es decir, que puedan ser invocados ante los tribunales; además la observación general,  señala también  que se debe informar al Comité acerca de los casos en qué las disposiciones constitucionales vigentes en relación con los derechos económicos, sociales y culturales, hayan perdido fuerza o hayan sido modificadas considerablemente. 

Para que cada Estado Parte pueda atribuir su falta de cumplimiento de las obligaciones mínimas, a una falta de recursos disponibles, debe demostrar que ha realizado todo esfuerzo para utilizar todos los recursos que están a su disposición para lograr satisfacer, con carácter prioritario, esas obligaciones mínimas.  Aunque se demuestre que los recursos disponibles son insuficientes, sigue en pie la obligación de que el Estado Parte se empeñe en asegurar el disfrute más amplio posible de los derechos pertinentes. Más aún, de ninguna manera se eliminan, como resultado de las limitaciones de recursos, las obligaciones de elaborar estrategias y programas para su promoción. 

El Comité subraya el hecho de que, aún en tiempos de limitaciones graves de recursos, se debe en realidad proteger a los miembros vulnerables de la sociedad mediante la adopción de programas de relativo bajo costo. La frase “hasta el máximo de los recursos de que disponga” debe referirse tanto a los recursos existentes dentro de un Estado, como a los que pone a su disposición la comunidad internacional mediante la cooperación y la asistencia internacional. 

Las directrices revisadas relativas a los informes de los Estados Parte

Con miras a hacer más eficaz el examen de los informes, el Comité elaboró directrices relativas a la forma y el contenido de los informes que presentan los Estados Parte. El Comité adoptó nuevas directrices que fueron revisadas, durante su quinto período de sesiones (1990)
. Estas directrices organizan la información de los Estados Parte siguiendo el articulado del Pacto. 

La información requerida se refiere a la legislación, a la aplicación de otros convenios y pactos internacionales, a información referente a los sectores vulnerables de la población, a los programas, políticas públicas, presupuestos, medidas adoptadas y evaluación de éstas, a la evolución del goce del derecho en un período de 10 a 5 años, a la discriminación, a la información estadística, a la cooperación de la comunidad internacional y al señalamiento de la adopción de medidas contrarias a  la realización del derecho.

En la medida que los Estados tienden siempre a presentar la situación de su país de una manera más favorable, disimulando las fallas y algunas veces el menoscabo de la política social, el Comité ha considerado conveniente evidenciar la realización de los derechos, con información complementaria que provenga de las organizaciones intergubernamentales como no gubernamentales internacionales y nacionales.

Es muy importante que las organizaciones de la sociedad civil a la hora de elaborar sus informes paralelos o contrainformes consideren estas directrices, para así ayudar al Comité a tener una visión comparada de la situación de los derechos a partir de una fuente de información diferente a la del Estado Parte. 

Programa de Trabajo del Comité

Desde su primer período de sesiones (1988), el Comité se ha ido dotando de métodos de trabajo para el mejor cumplimiento de su mandato, como es el de supervisar y promover la aplicación del Pacto. En términos generales, las tres semanas que dura un período de sesiones está organizado de la siguiente manera: aprobación del programa para el presente período de sesiones; organización del trabajo del Comité y del Grupo de Trabajo para su siguiente período de sesiones; revisión de cuestiones sustantivas que se plantean en la aplicación del Pacto; relaciones con los órganos de las Naciones Unidas y con otros órganos creados en virtud de tratados; exámenes de los informes con los Estados Parte en sesión pública (por las mañanas); información oral de las organizaciones no gubernamentales presentes (parte de la primera tarde del período de sesiones en reunión abierta y con servicios de interpretación y de prensa, pero no se levanta acta resumida); día de debate general sobre un derecho concreto o un aspecto específico del Pacto adoptando Observaciones Generales (habitualmente los lunes de la tercera semana); adopción por consenso de Observaciones Finales respecto a cada informe de los Estados Parte en base a los artículos y disposiciones del Pacto (los últimos días en sesión privada).

El día referente al debate general ayuda al Comité a profundizar su comprensión de los asuntos fundamentales y le permite alentar a todas las partes interesadas a que aporten contribuciones. 

El Grupo de Trabajo anterior al período de sesiones

El Consejo Económico y Social, en su resolución 1988/4, del 24 de mayo de 1988, autorizó al Comité a establecer un grupo de trabajo anterior al período de sesiones, llamado también grupo de trabajo presesional. Este grupo de trabajo, está compuesto por cinco de sus miembros designados por el presidente, teniendo en cuenta, entre otros factores, la conveniencia de una distribución geográfica equilibrada. El grupo de trabajo presesional, se reúne por un período de una semana como máximo antes de cada período de sesiones.

En su 12º período de sesiones (1995) el Comité pidió al Consejo autorización para celebrar la reunión del grupo de trabajo durante cinco días, inmediatamente después de cada período de sesiones, para preparar la lista de cuestiones que se examinarían en el siguiente período de sesiones. El Consejo, con arreglo a su Resolución 1995/39, del 25 de julio de 1995 hizo suya la recomendación del Comité.

El principal objetivo del grupo de trabajo es determinar de antemano las cuestiones que pueden resultar más útiles examinar con los representantes de los Estados Parte informantes.  El procedimiento tiene por objeto, mejorar la eficacia del sistema y facilitar la tarea de los representantes de los Estados, centrándose sobre cuestiones determinadas en la preparación del debate
. 

En cuanto a sus propios métodos de trabajo, el grupo presesional decide en cada caso, asignar a cada uno de sus miembros la responsabilidad inicial de proceder a un examen detallado de un número determinado de informes y de presentar al grupo de trabajo una lista preliminar de cuestiones.  La decisión sobre el modo de asignar los informes con esta finalidad se basa, en parte, en los sectores de especialización de cada miembro.  Después se modifica y complementa cada proyecto presentado por el relator del país, en función de las observaciones de los demás miembros del grupo de trabajo. La versión definitiva de la lista es aprobada por el grupo de trabajo en su conjunto.

La lista de cuestiones contiene preguntas dirigidas por escrito al Estado Parte que se formulan a partir de los documentos presentados por éste (el documento básico, el informe y anexos) y de la información recibida por el Comité. Dicha lista se elabora unos 6 a 12 meses antes de que el Comité examine el informe del Estado Parte. 

La lista de cuestiones se pone a disposición del Estado Parte inmediatamente después de ser adoptada, por conducto de su misión permanente ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra.  Se pide al Estado Parte que responda por escrito a la lista de cuestiones con bastante antelación al período de sesiones en que se tenga previsto examinar su informe, para así, poder traducirlo a todos los idiomas de trabajo del Comité.  La lista y las respuestas a la lista, también se hacen públicas en la página Web de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

A fin de estar tan bien informado como sea posible, el Comité da oportunidades a las organizaciones no gubernamentales para que le presenten información pertinente; estas organizaciones pueden hacerlo por escrito en cualquier momento.  El grupo de trabajo anterior al período de sesiones del Comité también puede recibir información, ya sea en persona o por escrito, de cualquier organización no gubernamental siempre que se refiera a asuntos del programa del grupo de trabajo.  Toda información debe:  a) referirse específicamente a las disposiciones del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales;  b) guardar estrecha relación con las cuestiones examinadas por el Comité;  c) ser fidedigna;  d) no ser ofensiva.  

El Grupo de trabajo también realiza otras tareas como asignar el tiempo adecuado para el examen del informe del Estado Parte, la forma óptima de estudiar los informes suplementarios que contienen información adicional, los proyectos de observaciones generales, la estructura más eficaz del día de debate general y otras cuestiones de interés.

El examen de los informes periódicos de los Estados Parte

El examen de los Informes periódicos se inicia desde que el Estado Parte presenta su informe a la Secretaría.  Una vez que la Secretaría recibe el informe, lo hace traducir a los seis idiomas oficiales de las Naciones Unidas (árabe, chino, español, francés, inglés y ruso).  El informe se distribuye como documento de las Naciones Unidas, sólo cuando están preparadas las versiones en todos los idiomas, cosa que puede tardar hasta 12 meses.

Como ya se mencionó, antes de ser examinados en sesión plenaria, los informes de los Estados son sometidos a un pre-examen por el grupo de trabajo anterior al período de sesiones. 

En la sesión plenaria del Comité de carácter público se procede al examen del informe del Estado Parte. Generalmente, se sigue el procedimiento siguiente:  se invita al representante del Estado Parte a que presente el informe haciendo una breve observación preliminar y dando respuestas por escrito a la lista de cuestiones preparada por el grupo de trabajo anterior al período de sesiones.  Luego, el Comité examina el informe artículo por artículo, tomando en cuenta en particular las respuestas a la lista de cuestiones.  

Normalmente, el Presidente invitará a los miembros del Comité a que formulen preguntas u observaciones en relación con cada asunto e invitará luego a los representantes del Estado Parte a que respondan inmediatamente a las preguntas que no exigen reflexión o investigación más detenidas.  Las demás preguntas que quedan pendientes se plantean de nuevo en una sesión ulterior o, llegado el caso, pueden ser objeto de informaciones adicionales presentadas al Comité por escrito.  Los miembros del Comité pueden tratar de asuntos concretos a la luz de las respuestas así comunicadas, aunque el Comité les ha pedido:  a) que no planteen cuestiones que estén fuera del ámbito del Pacto;  b) que no repitan preguntas ya planteadas o contestadas;  c) que no prolonguen indebidamente una lista ya extensa sobre un asunto determinado y  d) que no hagan uso de la palabra durante más de cinco minutos en cualquier intervención.  Es también posible invitar a los representantes de los organismos especializados interesados y a otras entidades internacionales a que aporten su contribución en cualquier fase del diálogo.

La última fase del examen del informe por el Comité, consiste en la redacción y aprobación de sus observaciones finales.  A este fin, el Comité generalmente reserva un breve período, en sesión privada, al día siguiente de la conclusión del diálogo, para que sus miembros expresen sus opiniones preliminares.  El relator del país prepara entonces, con ayuda de la Secretaría, un proyecto de observaciones finales para que el Comité lo examine. La estructura convenida de las observaciones finales es la siguiente:  introducción, aspectos positivos, factores y dificultades que obstaculizan la aplicación del Pacto, principales motivos de preocupación y por último las sugerencias y recomendaciones.  Más adelante, el Comité discute de nuevo el proyecto en sesión privada, con el propósito de aprobarlo por consenso. 

Las observaciones finales, una vez formalmente aprobadas, no se hacen públicas hasta el último día del período de sesiones, aunque se pueden hacer excepciones en caso apropiado.  En cuanto se hacen públicas quedan a disposición de todos los interesados. También se incorporan en la página Web del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Luego, tan pronto como sea posible, se envían al Estado Parte interesado y se incluyen en el informe del Comité.  El Estado Parte, si así lo desea, puede ocuparse de cualquier observación final del Comité en el contexto de cualquier información adicional que proporcione al Comité.

En general, el Comité dedica tres sesiones (de tres horas cada una) al examen público de cada informe global (relacionado con los artículos del 1 a 15). Además, dedica generalmente entre dos y tres horas al final del período de sesiones, en privado, a su debate de cada grupo de observaciones finales.

El atraso en la presentación y examen de los informes de los Estados Parte

El sistema de vigilancia del cumplimiento de las obligaciones de los Estados Parte derivadas del Pacto, tiene como mecanismo central la presentación y examen de informes por los Estados Parte. Este mecanismo se ve seriamente afectado por el atraso tanto en la presentación de los informes iniciales, periódicos y en la ampliación de información por los Estados Parte,  así como por el atraso en el examen de los mismos por el Comité.

Ante esta situación anormal, que a consideración del Consejo Económico y Social socava gravemente la eficacia del sistema y amenaza su credibilidad en lo que respecta a vigilar la aplicación del Pacto
, se han venido adoptando diversas medidas:  examinar por cualquier fuente la situación de los derechos económicos, sociales y culturales en el territorio bajo jurisdicción de un Estado Parte, aunque no haya presentado su informe inicial; la negativa del Comité a aceptar solicitudes de postergación de presentación de los informes periódicos; y  la autorización para que el Comité y el Grupo de Trabajo presesional celebren reuniones extraordinarias. 

El Comité en su sexto período de sesiones (1991), decidió que procedía comenzar a estudiar la aplicación del Pacto por todo Estado Parte cuyos informes estuvieran atrasados en extremo.  En su séptimo período de sesiones (1992), decidió comenzar a programar el examen de estos informes en sus futuros períodos de sesiones y notificárselo a los Estados Parte interesados. Inició este procedimiento en su noveno período de sesiones (1993).

El Comité sostiene que la obligación de presentar un informe con regularidad y puntualmente ha sido contraído voluntariamente por los Estados Parte y es vinculante para ellos, por lo que no incumbe al Comité reducir las obligaciones en materia de presentación de informes asumidos por un Estado, especialmente si ello equivaldría a recompensar al Estado Parte por la tardía presentación de un informe anterior
. Así mismo, el Comité considera que las solicitudes presentadas en el último momento por los Estados para que se aplace la presentación de un informe   -que se ha previsto que se examine en un determinado período de sesiones- son sumamente perjudiciales para todos los interesados y en el pasado han ocasionado grandes problemas al Comité. Por consiguiente, desde hace mucho tiempo el Comité ha adoptado la política de no aceptar tales solicitudes y de seguir examinando todos los informes programados, incluso en el caso de que el representante del Estado interesado no esté presente.

Incluso se ha llegado a precisar por la Cuarta Reunión de Presidentes de los órganos creados en virtud de tratados de derechos humanos (1992), que “el incumplimiento persistente y prolongado de la obligación de presentar informes no debería dejar impune a los Estados Parte frente a la supervisión. Mientras, que los que sí presentan sus informes son sometidos a una atenta vigilancia”
  

El Comité ha señalado también, que el atraso en la presentación de los informes genera dificultades en la planificación de las actividades de los organismos especializados, las organizaciones no gubernamentales y otras interesadas en los informes. 

Actualmente, en los casos en que el informe inicial de un Estado Parte está considerablemente atrasado, el Comité aplica un procedimiento para el examen de la aplicación del Pacto en ese Estado Parte.  El Comité notifica al Estado Parte su intención de examinar la situación de los derechos económicos, sociales y culturales en el territorio bajo su jurisdicción en un determinado período de sesiones y lo invita a presentar su informe a la mayor brevedad posible.  En ausencia de dicho informe, el Comité procede al examen según lo programado, basándose en toda la información de que dispone.

Las principales limitaciones de los informes de los Estados Parte

En su primer período de sesiones (1987), el Comité solicitó a los Estados Parte que presenten informes equilibrados que deben ser algo más que una mera trascripción de medidas legislativas o administrativas o una reproducción de datos estadísticos detallados en forma narrativa. 

Sin embargo, revisando las observaciones finales que adopta el Comité luego de la presentación de cada informe de los Estados Parte, en el que deja constancia de las limitaciones de éstos, se puede apreciar que muchos de ellos contienen principalmente información de carácter jurídico; siendo en algunos casos demasiado legalista, adolecen de información concreta sobre la aplicación práctica del marco jurídico, no se ajustan a las directrices del Comité, no informan sobre jurisprudencia, carecen de registros estadísticos, no tienen un enfoque de género, sus datos y fuentes no son confiables y están desactualizados, así como evaden informar sobre obligaciones. Todo ello, dificulta la evaluación que el Comité debe hacer de la aplicación de los derechos reconocidos por el Pacto.

Esto hace que el diálogo del Comité con los Estados Parte sea muchas veces difuso y poco concreto para la satisfacción de los representantes, quienes quieren mantener el diálogo a nivel de las generalidades.

Otra limitación en la presentación de los informes de los Estados Parte ante el Comité es el nivel de la delegación que asiste a la sesión para responder a las preguntas y fundamentar la posición del gobierno. Las delegaciones, muchas veces no tienen el nivel adecuado tanto en el número como la jerarquía de los funcionarios que asisten, lo cual no facilita un diálogo constructivo.

Parece claro, por lo menos en la mayoría de los casos de los Estados de América Latina, Centroamérica y el Caribe, la inobservancia de las recomendaciones del Comité por parte de los gobiernos, frente a lo cual no hay mecanismos establecidos, lo que permite que esta situación se prolongue cinco años más hasta el próximo período de sesiones, en el que le corresponde al Estado Parte presentar su nuevo informe, pudiendo repetirse de manera indeterminada esta situación. 

Medidas para mejorar la presentación y evaluación de los informes

En su Sexto período de sesiones (1991), el Comité aprobó como recomendaciones al Comité Preparatorio de la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos (Viena 1994) los medios de mejorar y facilitar tanto la presentación de los informes de los Estados Parte como su evaluación por los órganos de supervisión. Estas fueron las recomendaciones:

1. Ciclos de presentación de informes mejor coordinados;

2. Tiempo suficiente para la reunión de los órganos creados en virtud de tratados;

3. Utilización más eficiente de los servicios de asesoramiento, entre otras cosas, empleando los conocimientos de los miembros de los órganos creados en virtud de tratados tanto en la preparación de informes como en el proceso de hacer concordar la legislación interna y la práctica con las obligaciones internacionales;

4. Consolidación de los informes que deben presentar los Estados Parte a los diversos órganos de supervisión (posiblemente llegando hasta la preparación de un solo informe amplio dividido en diversos capítulos dirigidos a los diversos órganos creados en virtud de tratados);

5. Preparación de la documentación auxiliar, por ejemplo una compilación de todas las observaciones generales y finales de los órganos creados en virtud de tratados, estudios sobre las disposiciones comunes o que se superponen contenidas en los diversos instrumentos de derechos humanos y su aplicación e interpretación  por los diversos órganos creados en virtud de tratados;

6.  La viabilidad y conveniencia de encomendar el control del cumplimiento de los nuevos instrumentos de derechos humanos a los órganos de supervisión ya existentes, así como la posibilidad de adoptar nuevas obligaciones en virtud de tratados en forma de protocolos adicionales a los instrumentos ya existentes, en particular los dos Pactos Internacionales;

7.  La viabilidad y conveniencia de fusionar algunos o todos los órganos de supervisión existentes en uno o dos comités, por ejemplo un comité para supervisar el respeto de los derechos civiles y políticos y la no discriminación y el otro comité para supervisar el respeto de los derechos económicos, sociales y culturales;

8.  La creación de un seguimiento adecuado a la presentación de informe;

9.  Los medios de inducir a los Estados a que cumplan con sus obligaciones en materia de presentación de informes puntualmente así como de conformidad con la directrices elaboradas por los órganos de supervisión;

10. Los medios de aumentar y consolidar las competencias de los órganos creados en virtud de tratados en sus respectivas esferas, por ejemplo estableciendo días de debate durante los períodos de sesiones de los comités y organizando seminarios y cursos prácticos;

11. Los medios de facilitar la comunicación entre los órganos de supervisión y las organizaciones no gubernamentales;

12. Los medios de mejorar la calidad general de los informes de los órganos de supervisión, con miras a hacerlos más interesantes para el público en general, incluso la viabilidad de preparar “informes por países” consolidados a partir de las respectivas partes de los informes anuales presentados por los órganos de supervisión;

13. Los medios de asegurarse de que los informes presentados por los órganos creados en virtud de tratados reciban una atención más adecuada en los diversos informes anuales y otros documentos semejantes preparados por la Naciones Unidas y por sus organismos especializados;
14. La posibilidad de establecer un programa para asesorar a los Estados en cuanto a los métodos más eficaces de incorporar los instrumentos internacionales de derechos humanos en sus ordenamientos jurídicos internos.
Programa de acción para mejorar la aplicación del Pacto

En su 15º período de sesiones (1996), el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales preparó un Programa de Acción para mejorar la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
; éste se remitió al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos para que fuera  examinado por todos los órganos competentes en materia de derechos humanos. El Plan tiene por objeto garantizar que se reconozca debidamente la importancia del compromiso de promover el respeto tanto del Pacto como la función esencial que ha de desempeñar a ese respecto el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

El Plan parte de la consideración de que el Pacto es la piedra fundamental en la que se basan los principales tratados internacionales de derechos humanos, en particular en la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención sobre los Derechos del Niño. 

No obstante, la concretización del plan, sigue planteando enormes dificultades, no sólo porque es muy poco lo que ha hecho la comunidad internacional hasta el momento, sino también por la complejidad de las cuestiones que han de abordarse. Esta complejidad es consecuencia no sólo de la naturaleza misma de los derechos, sino también de la enorme desigualdad en los niveles de desarrollo económico alcanzados, los efectos de la “mundialización“ en las economías nacionales y la contracción del papel que desempeña el Estado. 

Sin embargo, estos desafíos no hacen más que destacar la importancia de elaborar métodos constructivos y concebidos con mayor precisión para promover estos derechos. En un mundo en el que no se preste la debida atención a los derechos económicos, sociales y culturales ya no podrán desarrollarse los derechos civiles y políticos. Por consiguiente, esto supone una amenaza para los postulados fundamentales en que se apoya el sistema internacional de derechos humanos, que sólo podrá disiparse si se logra aplicar un método equilibrado.

A fin de que en el futuro  el Comité pueda llevar a cabo, una labor efectiva en la prestación de asistencia a los gobiernos para promover el respeto de los derechos económicos, sociales y culturales, el Plan propone que será preciso contar con tres tipos de apoyo: a) apoyo sustantivo, para facilitar la labor del Comité con los Estados Parte con respecto al proceso de presentación de informes b) apoyo analítico para que el Comité pueda contribuir de manera eficaz en las actividades cada vez más diversas que está llamado a desempeñar; c) apoyo técnico y general, para que el Comité pueda realizar una labor constructiva con los Estado Partes, los organismos especializados de las Naciones Unidas y otros asociados en el seguimiento de sus recomendaciones, encaminadas a mejorar la realización de los derechos económicos, sociales y culturales.

Como parte de esos apoyos, el Plan menciona que el Comité necesita recibir soporte para preparar el análisis preliminar de los informes de los Estados Parte para su examen por el Comité o para preparar listas de cuestiones respecto de las cuales se solicite la presentación de informes. 

El Comité necesita disponer de la asistencia de expertos para poder establecer enlaces con otros organismos competentes, determinar y analizar las tendencias emergentes y preparar estudios que sirvan de base para definir posiciones normativas sobre cuestiones esenciales que el Comité debe abordar. 

El Comité también podría hacer un uso más eficaz de la información que le aportan los informes de los relatores especiales y los procedimientos temáticos, lo cual mejoraría la coordinación y evitaría la duplicación de labores. 

El Comité podría cooperar de manera más constructiva con diversos organismos especializados de las Naciones Unidas, determinar propuestas formuladas con más precisiones para los servicios de asesoramiento y mejorar el seguimiento.  De esta manera, el Comité también procuraría prestar asistencia a los Estados tanto en el proceso de presentación de informes como en el seguimiento mediante la organización de seminarios para prestar asistencia a funcionarios gubernamentales, así como de cursos de capacitación para los diversos agentes sociales a nivel nacional.

Logros del Comité

Al terminar su 24º período de sesiones, el Comité y el Grupo de Trabajo de Expertos Gubernamentales del período de sesiones, que existió antes de que se creara el Comité habían examinado: 157 informes iniciales, 75 segundos informes periódicos relativos a los derechos enunciados en los artículos del 6 al 9, 10 al 12 y 13 al 15 del Pacto y 77 informes globales. Asimismo, ha adoptado 14 observaciones generales sobre el contenido de algunos de los derechos económicos, sociales y culturales y sobre la aplicación del Pacto y ha efectuado dos Misiones de Asistencia Técnica para asesorar a los gobiernos de Panamá y República Dominicana, entre otras proposiciones y declaraciones particularmente vinculadas a diversos eventos de Naciones Unidas.

Puede apreciarse como logros del Comité: a) el haber mantenido y ampliado la participación de las organizaciones de la sociedad civil en el examen de la aplicación del Pacto por los Estados Parte, b) el haber contribuido a detener los desalojos forzosos que los gobiernos de Panamá y República Dominicana venían llevando a cabo, violando el derecho a la vivienda de la población afectada y c) el desarrollo teórico y jurídico del contenido de los derechos reconocidos por el Pacto y de las obligaciones de los Estados Parte.

El balance de la acción del Comité, debe hacerse considerando el contenido y la aplicabilidad de sus observaciones finales, tanto por los Estados Parte como por  las organizaciones de la sociedad civil en cada país; el desarrollo de sus métodos de trabajo para hacerlos más eficientes, eficaces y participativos en el cumplimiento de su mandato; y en su capacidad de hacer justicia frente a la extensión de las dificultades, violaciones e impunidad respecto a la realización de los derechos económicos, sociales y culturales. En última instancia, la labor del Comité no puede verse solamente en su relación con los Estados Parte sino con los individuos y los pueblos del mundo que son los sujetos de los derechos reconocidos por el Pacto. 

El Protocolo facultativo

La preparación de un protocolo facultativo
 que permitiera la presentación de denuncias por particulares respecto a los derechos económicos, sociales y culturales se debatió por primera vez en el Comité en 1990 y la cuestión se ha venido examinando oficialmente en el Comité desde su sexto período de sesiones, en 1991. En particular el Comité celebró debates profundos y pormenorizados  desde sus períodos de sesiones 11º en 1994 hasta  la 15º  sesión en 1996. Finalmente, en el contexto de la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos en Viena, el Comité publicó en 1993 un informe analítico conteniendo un estudio detallado del Protocolo Facultativo.

La Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas durante tres años seguidos se ha limitado a pedir comentarios de los países, de las organizaciones intergubernamentales y de las ONG. No tomó ninguna decisión con respecto al asunto. De estas consultas quedó claro que las ONG estaban a favor de un protocolo facultativo y que la mayoría de los Estados no estaban muy interesados en el asunto.

En abril de 2001 la Comisión de Derechos Humanos decidió de manera unánime, nombrar un experto independiente que se encargue de examinar la cuestión de un protocolo facultativo al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales teniendo en cuenta, entre otras cosas, el texto entregado por el Comité, las observaciones hechas a ese respecto por los Estados, las organizaciones intergubernamentales y las organizaciones no gubernamentales, así como el informe del seminario sobre la justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales, con especial referencia a un proyecto de protocolo facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (E/CN 4/RES/2001/30, PÁRRAFO 8)
Aunque se ha visto algún progreso en los años recientes, va a tomar mucho tiempo superar la oposición política en contra del protocolo facultativo, la cual aparece a menudo con el argumento “legal” de la no-justiciabilidad, pero que en realidad es una razón política por la cual se resisten los Estados.

El rol de la verificación internacional

En términos generales la verificación del cumplimiento de las obligaciones de los Estados y la evaluación de los niveles de desarrollo o retroceso en el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales desde una instancia internacional es, en alguna medida, una fórmula de exigibilidad legal de los mismos. 

Los procedimientos internacionales de verificación tienen en general una función asesora, asistencial y correctiva. Las principales formas de supervisión correctiva son los comités, los informes y los relatores. Las facultades de los comités son la de investigar y la de producir conclusiones, observaciones, sugerencias o recomendaciones.

Las imperfecciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que en la mayoría de los casos implican la inexistencia de mecanismos judiciales para hacerlos efectivos en el plano internacional, invitan a explorar ésta y las demás formas existentes para realizarlos de manera concreta. El conocimiento de los instrumentos y mecanismos y su uso creativo permitirán ir madurando y perfeccionando la normatividad internacional en la materia, con las consecuencias positivas que de allí se van derivando para la realización de la dignidad humana
. 

La importancia de la legislación nacional 

Los Estados al adherirse y ratificar el Pacto aceptan la responsabilidad solemne de aplicar cada una de las obligaciones que se le imponen, entre ellas los mecanismos de vigilancia y el asegurar de buena fe la compatibilidad de sus leyes nacionales con sus deberes internacionales. Por consiguiente, los Estados se hacen responsables del cumplimiento de sus obligaciones ante la comunidad internacional, ante otros Estados que han ratificado los mismos textos y ante sus propios pueblos,  ciudadanos y otras personas residentes en su territorio. 

Es cierto que la aplicabilidad de los derechos humanos se ha internacionalizado. Eso quiere decir que no son competencia exclusiva de la jurisdicción interna de cada Estado, sino que - en una gran medida, cada vez mayor  -   están sometidos  a   órganos  internacionales   de   verificación.   

La verificación del cumplimiento de los derechos humanos que ejercen los órganos internacionales no es una intervención en los asuntos domésticos de un Estado, sino la aplicación de normas contractuales de valor universal. (J. Marchán)
Aunque el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales puede ayudar a aplicar el Pacto desde una perspectiva internacional, en última instancia la eficacia de este instrumento depende de las medidas que adopten los gobiernos para dar cumplimiento efectivo de sus obligaciones legales internacionales. A este respecto, el Comité ha reconocido la importancia esencial de que los Estados adopten medidas legislativas apropiadas e instituyan recursos judiciales, señalando el verdadero carácter legal de los derechos económicos, sociales y culturales. 

En ese sentido, la necesidad de aplicar las disposiciones del Pacto mediante legislación interna está en consonancia con el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, en el que se estipula que “una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado”. De la misma forma, en los Principios de Limburgo (1986) relativos a la aplicación del Pacto se subraya que “Los Estados Parte deberán dotarse de recursos efectivos, tales como las apelaciones ante un magistrado, cuando sea necesario” (Principio 19). En la medida que aún no existe un procedimiento para la presentación de quejas individuales establecido por el Pacto, la plena aplicación de los derechos que contiene este instrumento, depende tanto más de la existencia de leyes y recursos apropiados a nivel nacional
. 

Cabe recordar lo establecido por la Observación General No 3 del Comité: “Entre las medidas apropiadas, además de las legislativas, está la de ofrecer recursos judiciales en lo que respecta a derechos que, de acuerdo con el sistema jurídico nacional, puedan considerarse justiciables”. Por último, lo sostenido por la Declaración de Quito (1998): “Reconociendo que la impunidad frente a la grave violación de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales genera un quiebre de los valores éticos de nuestra sociedad, se impone que los Estados adecuen los aparatos de justicia para establecer la verdad de lo que sucede con estas violaciones, buscar la justicia y sanción a los responsables y asegurar la reparación de las víctimas”.

Por tanto, las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones comunitarias de base interesadas en llevar a cabo estrategias de vigilancia social y de exigibilidad respecto al cumplimiento de las obligaciones estatales establecidas en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, deben considerar, tanto la utilización de los mecanismos de vigilancia establecidos por el Pacto, principalmente la presentación de informes  alternativos  ante  el  Comité, como  la  presión sobre sus gobiernos y poderes legislativos y judiciales para que adopten medidas de carácter económico (presupuesto), legislativas (leyes) y jurídicas (garantías y acciones jurídicas), así como otras de carácter educativas, políticas,  administrativas y cualquier otra que ayude a garantizar la realización efectiva de los derechos reconocidos por el Pacto.


“La ausencia de compromiso político y no la falta de recursos financieros es con frecuencia la causa verdadera del abandono en que se encuentra el hombre”.
El desafío de las organizaciones de la sociedad civil

Revisado el procedimiento de presentación y examen de los informes de los Estados Parte por el Comité como el principal mecanismo de control de las obligaciones de los Estados derivadas del Protocolo Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales queda claro algunos desafíos para las organizaciones de la sociedad civil:

a) Dotarse de un enfoque de derechos para incrementar las diversas formas de exigibilidad y vigilancia social a favor de la plena realización de los derechos humanos; por ejemplo, desarrollar experticia y calidad en el uso de los mecanismos del sistema internacional de protección de los derechos humanos, demandar ante los tribunales nacionales casos de violación de derechos económicos, sociales y culturales, elaborar criterios, metodologías y planes para el seguimiento de las políticas públicas y del presupuesto nacional en materia de derechos económicos, sociales y culturales, vincular la exigibilidad de estos derechos con cuestiones que afectan el desarrollo de los países no industrializados, tales como la deuda externa, los procesos de integración, los acuerdos de comercio exterior, el financiamiento del desarrollo y las políticas de ajuste, entre otros.

b) Aportar en la información y en el desarrollo de las capacidades del Comité para que su contribución a la aplicación del Pacto sea más efectiva, proponiendo, por ejemplo, el uso más frecuente de mecanismos tales como las misiones de asistencia técnica, así como la realización de seminarios regionales y cursos nacionales de capacitación.     

c) Elaborar los informes de la sociedad civil de manera participativa y con un alto nivel de calidad, considerando las directrices para la presentación de informes por los Estados Parte y tomando en cuenta las conclusiones y recomendaciones de las observaciones finales del informe anterior, presentando así, verdaderas evaluaciones de períodos de cinco años; considerar las listas de preguntas elaboradas por el Grupo de trabajo presesional y formuladas al Estado Parte sobre el Informe que se examinará; crear mecanismos de comparecencia extraordinaria de los Estados Parte ante el Comité por grave regresión, dificultad o violación masiva y persistente de los derechos reconocidos en el Pacto. 

d) Articular diversos actores y desarrollar capacidades de acción conjunta a nivel nacional e internacional, a través de redes y coaliciones para intercambiar enfoques, experiencias y campañas públicas, como por ejemplo, una campaña mundial por la aprobación del Protocolo Facultativo del Pacto. 

e) Promover en el año 2003, con ocasión del 15 aniversario de instalación del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la realización de un Seminario Mundial para mejorar la aplicación del Pacto, con una mayor y mas activa participación de la sociedad civil.   

CAPÍTULO II

La Participación de las Organizaciones No Gubernamentales en el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

El Capítulo II analiza y describe el proceso de legitimación de la intervención de las organizaciones no gubernamentales en el trabajo del Comité, como actores nacionales de la sociedad civil comprometidos con la promoción del ser humano dentro del marco de los derechos humanos. Este posicionamiento de las ONG nacionales e internacionales en la labor del Comité, se ha ubicado en tres procesos claros: a) el examen de los informes de los Estado Partes; b) los días de debate general y c) la redacción de las observaciones generales. Para tal fin se ha tomado como fuente de información el documento oficial adoptado por el Comité en su 23º período extraordinario de sesiones de 2000 (E/C.12/2000/6).

El reconocimiento de las ONG por el Comité y la aceptación de ellas por los Estados Parte, como un referente de información y de vigilancia local de los derechos humanos, le significa a las organizaciones civiles el no descuidar sus logros y plantearse nuevos desafíos para el logro de la realización de los derechos económicos, sociales y culturales. Nosotros hemos recolectado algunas experiencias a nivel regional, las cuales  nos han permitido recoger el espíritu de estos desafíos.

Tensión en el proceso de participación de las ONG

Frente a la necesidad de efectivizar el proceso de la presentación y revisión de los Informes de los Estados Parte, éste da un giro. Ya no sería el Grupo de Expertos Gubernamentales quienes tendrían la responsabilidad de autoevaluarse; como ya sabemos, esta responsabilidad recayó en el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales. En los primeros exámenes, la principal fuente de información y aporte al trabajo de evaluación fueron los Estados Parte y el Grupo de Expertos Gubernamentales, hasta que el Comité percibió, que para hacer más eficaz su labor era necesario contar con mayores fuentes de información.

En su primer período de sesiones en 1987, el Comité plantea el uso de fuentes oficiales de la ONU, de organismos especializados y de organizaciones no gubernamentales. Esto generó algunos debates al interior del Comité. Muchos miembros señalaron la importancia de la utilización exclusiva de estadísticas de fuentes oficiales de la ONU y no exigirían, por consiguiente, los informes especiales de la secretaría, ordenando simplemente, estos datos estadísticos; sin embargo, varios miembros pensaron que ello podría dar la impresión que el Comité ponía en tela de juicio los datos estadísticos presentados por los Estados Parte y que no debería, por tanto, dejarse a la Secretaría el cuidado de determinar cual información era o no apropiada.

Con respecto a la participación de las organizaciones no gubernamentales, se señaló que sería absurdo  negarles el acceso a determinados órganos del Consejo (tales como el Comité), pues éstas ya contaban con la Resolución 1296 (XLIV) que establecía su participación y que por lo tanto, era preferible que los documentos de las ONG se pusieran  abiertamente a disposición de los miembros del Comité y no obligarlas así, a la participación clandestina que se venía dando.

Luego del debate el Comité recomendó al Consejo: pedir al Secretario General que suministre una recopilación, basada en fuentes oficiales de las Naciones Unidas (estadísticas pertinentes al examen de los Estados Parte). El Consejo podría instar a los organismos especializados a que presten apoyo y cooperación totales al Comité y el Comité pidió a su vez, que el Consejo autorice a las organizaciones no gubernamentales reconocidas como entidades consultivas para presentar exposiciones escritas al Comité. (Informe sobre el primer período de sesiones, 1987). 

Llegó la fuerte protesta del Estado Argentino a través de una carta que dirige al  Comité (cuatro de Mayo de 1990)
. En ella, los gobernantes argentinos se quejaron de la reapertura del debate sobre el Informe en su ausencia y de incluir párrafos críticos en el informe del Comité, en base a la información proporcionada por una ONG. Dijeron que en este procedimiento se privó al Estado Parte de tener la igualdad de posibilidades para sostener su posición. La delegación argentina advirtió que reclamaría ante el Comité y la Asamblea General de Las Naciones Unidas, para que se establezca en todos los órganos de la Naciones Unidas el principio de igualdad de oportunidades para responder a las alegaciones que se efectúen contra los Estados, para evitar de esta forma que se produzcan situaciones de indefensión. El 11 de diciembre de 1990
, el Comité le responde al Estado Argentino que su reglamento prevé la utilización de todas las fuentes pertinentes de información, a fin de facilitar sus trabajos. 

El Comité se refiere a la tercera reunión de los presidentes de los órganos creados en virtud de los tratados de Derechos Humanos, donde se destaca que cada uno de los órganos establecidos en virtud de los tratados, debería tener acceso a todas las fuentes de información que estimaran necesarias para ser eficaces, llegando así a la conclusión de que la información que suministraban las ONG sería de fundamental importancia
.

Pese a estas aclaraciones, hasta la fecha la actuación de las ONG no consta en las actas resumidas. Aunque ya se acepta la cooperación de todas las ONG que se ocupan de los derechos económicos, sociales y culturales, sean locales, nacionales o internacionales y hayan sido o no reconocidas como entidades consultivas por el Consejo Económico y Social. 

El Comité invita a las organizaciones civiles a participar en sus actividades y  asegurar así, la participación más efectiva y amplia posible en su octavo período de sesiones. El 12 de mayo de 1993, el Comité aprobó un documento titulado "Participación de organizaciones no gubernamentales en las actividades del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales" (E/C.12/1993/WP.14), que explica de modo conciso, las modalidades de participación de las organizaciones no gubernamentales en la labor del Comité.  Los principios básicos enunciados en ese documento se han ido completando, desde entonces, a medida que evolucionan los procedimientos del Comité.  Esta evolución está recogida en el informe anual del Comité, en su capítulo titulado "Descripción general de los métodos de trabajo actuales del Comité".

El Comité alienta a los gobiernos a que consulten con las ONG y con la sociedad civil en general respecto de las cuestiones de la aplicación del Pacto, comprendido el proceso de preparación del informe. El Comité ve como algo natural que las ONG se dirijan al ministerio competente para pedir información, entre otras cosas, sobre las fechas de presentación de los informes y los documentos conexos. Sin embargo, debe quedar claro que en la presentación del Estado Parte, el Comité no permite que las ONG establezcan un diálogo directo con éste. 

Las ONG en las actividades del Comité

Recientemente, en su 23º período (extraordinario) de sesiones (agosto - setiembre 2000). el Comité aprobó pautas referentes a la participación de las ONG en las actividades del mismo.

La presentación de un informe paralelo o alternativo al estatal se hace posible a través de una coordinación entre el Comité y las ONG. Esta participación se puede dar en tres momentos: 1) durante el examen de los informes de los Estados Parte, en el que pueden estar presentes sin voz; 2) los días de debate general en sesión pública, en los que tienen la oportunidad de una intervención oral y 3) en la redacción de las observaciones generales finales.

Las ONG en el Examen de los Informes de los Estados Parte ante el Comité

Las ONG pueden participar en el proceso de examen de los Informes de los Estados Parte, desde el momento en que éstos hayan ratificado el Pacto. Se invita a las ONG nacionales interesadas en cooperar con el Comité, a ponerse en comunicación con la Secretaría una vez que el Pacto haya entrado en vigor para su país.  Esto ayudará más tarde a la Secretaría cuando desee solicitar información a las ONG nacionales en relación con el informe de un Estado Parte. Mientras el Estado Parte debe comparecer ante el Comité y tardan las traducciones del informe, la Secretaría del Comité establece una lista de las organizaciones no gubernamentales nacionales que trabajan en la esfera de los derechos económicos, sociales y culturales y se dirige a ellas por escrito para pedirles información sobre la aplicación del Pacto en el país que se trata.  Junto con la carta a las ONG se envían los documentos pertinentes (el documento básico, el informe del Estado Parte, la lista de cuestiones, las directrices revisadas y las directrices para la participación de organizaciones no gubernamentales).

Desde la presentación del informe de un Estado Parte, hasta su examen por el Comité, las organizaciones no gubernamentales pueden presentar cualquier tipo de información a la Secretaría del Comité (recortes de prensa, boletines de ONG, cintas de vídeo, informes, publicaciones académicas, estudios, declaraciones conjuntas, etc.).  Esta información se incorporará al expediente del país establecido, el cual es mantenido por la Secretaría.  Los expedientes contienen información obtenida por la Secretaría de todas las fuentes disponibles (órganos de las Naciones Unidas, organismos especializados, los medios de información, instituciones regionales, publicaciones académicas, la comunidad de ONG y otras). Basándose en la información de cada expediente nacional, la Secretaría prepara para el Comité una descripción del país, dicho documento de trabajo tiene por objeto ahondar en la situación del Estado que se ha de examinar, a fin de completar la información presentada por el Estado Parte en su informe.

Recordemos que es importante que toda la información presentada al Comité guarde relación específicamente con el Pacto, es decir, sea pertinente a los asuntos examinados por el Comité o su grupo de trabajo anterior al período de sesiones, se base en fuentes documentales y esté debidamente referenciada, sea breve y sucinta, sea fidedigna y no ofensiva.

Las ONG pueden presentar información en relación con uno, algunos o todos los artículos del Pacto, en cuyo caso será útil que se atengan a las Directrices revisadas relativas a la forma y el contenido de los informes que han de presentar los Estados Parte de conformidad con los artículos 16 y 17 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Aplicando esas directrices, podrán preparar un informe paralelo cuya estructura se asemeje a la del informe oficial, facilitando así, el examen comparado por los miembros del Comité. 

Se recomienda que las ONG nacionales colaboren, coordinen y consulten entre sí, al presentar información al Comité.  Cuando sea posible valdrá la pena presentar un solo informe unificado que represente el consenso general de varias ONG.  Podrían acompañarlo exposiciones más breves, específicas y pormenorizadas de distintas ONG sobre sus propias esferas de prioridad.  Este tipo de coordinación ayudará a la Secretaría y a los miembros del Comité a obtener un cuadro más claro de la situación de aplicación del Pacto en un Estado Parte determinado y, lo que es más importante, con las exposiciones conjuntas se elimina también la posibilidad de duplicidad y de contradicciones en la información presentada por las ONG.  Lo primero, es causa de ineficiencia y aumenta la carga de trabajo para los miembros del Comité, y lo último puede minar la fiabilidad de la información presentada por las ONG. Tanto la información duplicada como la contradictoria pueden debilitar la posición y los argumentos de las ONG.  Por otra parte, la coherencia y la precisión, así como una coordinación que quede demostrada, realzan el profesionalismo de las exposiciones, aumentan la credibilidad de las ONG y son conducentes a los resultados esperados.

Las ONG que deseen participar en los períodos de sesiones del Comité, las reuniones del grupo de trabajo anterior al período de sesiones o en las exposiciones de ONG ante el Comité, deben solicitar de antemano acreditación de la Secretaría.  Las delegaciones pueden obtener tarjetas de identidad, que serán válidas mientras dure el período de sesiones, en la Sección de Seguridad de la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra (ONUG) en la Villa "Les Feuillantines", 13, Avenue de la Paix, Ginebra, de lunes a viernes entre 8.00 y 14.30 horas, presentando una carta de acreditación y un documento de identidad.  Las ONG que deseen intervenir deben indicar también si necesitan equipo audiovisual, ello ayudará a la Secretaría a planificar las actividades correspondientes y asegurarse de que todos los participantes dispongan del tiempo y el equipo necesarios para sus intervenciones.  El tiempo medio que se le asigna a cada ONG para su intervención es de 15 minutos, pero varía en función del número de ONG que deseen intervenir.

Los idiomas de trabajo del Comité son: español, francés, inglés y ruso.  Un documento que se presente en inglés tendrá la difusión más amplia.  Sin embargo, si lo permiten sus recursos financieros, es útil que las ONG presenten al menos un resumen de la información en los idiomas de trabajo del Comité, que no sea el de presentación del documento.

Antes y en el curso del período de sesiones, la Secretaría hace llegar al gobierno interesado una copia de toda la información presentada por escrito al Comité por las ONG, por conducto de la Misión Permanente del país ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra.

Participación de las organizaciones no gubernamentales en la labor del grupo de trabajo anterior al período de sesiones

Las organizaciones no gubernamentales nacionales o internacionales, tienen la posibilidad de contribuir a la labor del grupo de trabajo anterior al período de sesiones. De tal manera que la lista de cuestiones o preguntas que se preparen en este grupo dirigidas al Estado Parte también contengan información recibida por el Comité de las organizaciones no gubernamentales. Las posibilidades de participar en el período presesional  son, presentando información a los relatores para los países y, de forma escrita y verbal, al grupo de trabajo anterior al período de sesiones.

Las organizaciones no gubernamentales pueden presentar información pertinente sobre un determinado país directamente al relator encargado de redactar la lista de cuestiones.  En este caso, las ONG deben pedir a la Secretaría o consultar en el sitio  Web de la Oficina del Alto Comisionado, la lista de los informes de los Estados Parte que el Comité ha de examinar en sus siguientes períodos de sesiones.  

Por consiguiente, una organización no gubernamental que desee presentar información sobre un Estado Parte directamente al relator encargado de redactar la lista de cuestiones, debe solicitar a la Secretaría el nombre y la dirección del relator para el país correspondiente. Se recomienda que también se envíe copia a la Secretaría, de cualquier documento que se presente al relator encargado del país para que la distribuya a los demás miembros del grupo de trabajo en su reunión.

Las organizaciones no gubernamentales también pueden presentar información por escrito al grupo de trabajo, directamente al miembro del Comité encargado de redactar la lista de cuestiones, por conducto de la Secretaría.  Esta información debe incluirse en un informe en el que se examine la aplicación del Pacto en el Estado Parte, tomando como base sus distintos artículos.  Es particularmente útil que al final de cada sección se formulen preguntas concretas para que el grupo de trabajo considere la posibilidad de incorporarlas en la lista de cuestiones relacionadas con el Estado Parte de que se trate.  Deben entregarse a la Secretaría diez ejemplares del informe (y un resumen) antes de la reunión del grupo de trabajo anterior al período de sesiones para que se distribuyan entre sus miembros.

También se invita a las organizaciones no gubernamentales a hacer una declaración verbal en la primera sesión del grupo de trabajo anterior al período de sesiones, que normalmente se celebra un lunes de 10.30 a 13.00 horas.  En su declaración deben referirse concretamente a los artículos del Pacto, concentrarse en las cuestiones más apremiantes desde su propio punto de vista y sugerir preguntas concretas al grupo de trabajo para que las incorpore en la lista de cuestiones relacionada con el Estado Parte de que se trate.

Participación de las organizaciones no gubernamentales en el período de sesiones del Comité

Las organizaciones no gubernamentales pueden participar en el período de sesiones del Comité, presentando a la Secretaría información en una exposición o declaración por escrito; un contrainforme,  informe paralelo o alternativo; o información verbal en el marco de las exposiciones de las ONG ante el Comité; observando el diálogo del Comité con la delegación del Estado Parte; pudiendo también influir en la redacción de las observaciones finales.

En el caso de una exposición por escrito, las organizaciones no gubernamentales reconocidas como entidades de carácter consultivo general o especial por el Consejo Económico y Social o incluidas en la Lista 
, pueden presentar una exposición por escrito al Comité en el período de sesiones en que se vaya a examinar un informe.

Una organización no gubernamental no reconocida como entidad consultiva por el Consejo, puede presentar una declaración por escrito siempre que sea patrocinada por una organización reconocida como entidad consultiva. La declaración no debe tener más de 2.000 palabras en el caso de una organización no gubernamental de carácter consultivo general, ni más de 1.500 palabras en el caso de una organización no gubernamental de carácter consultivo especial o incluida en la Lista y debe estar escrita a doble espacio. Se traducirá a todos los idiomas de trabajo del Comité y se distribuirá como documento de las Naciones Unidas, si la Secretaría del Comité la recibe a más tardar tres meses antes del período de sesiones a que esté destinada.

Para el período de sesiones en que se tenga previsto examinar el informe de un determinado Estado Parte, las organizaciones no gubernamentales pueden presentar información escrita mediante un informe paralelo (alternativo o contrainforme) que contenga una interpretación suplementaria o distinta, o bien una segunda  opinión,  sobre la situación del ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales proclamados en el Pacto en ese país. Las organizaciones no gubernamentales deben entregar 25 ejemplares de su informe y un resumen a la Secretaría una semana antes del período de sesiones, para que sean distribuidos a los miembros del Comité:  uno para cada miembro (18), tres para la Secretaría y cuatro para los intérpretes.

En su informe sobre los períodos de sesiones octavo y noveno (1993), el Comité incorpora a sus sesiones la participación oral de las organizaciones no gubernamentales. Éstas contarán desde entonces con un espacio para hacer oír sus preocupaciones, que tiene lugar el primer día de cada período de sesiones en que se presentan informes, de 15.00 a 18.00 horas.  La duración promedio de las intervenciones de organizaciones no gubernamentales es de 15 minutos.  

En las intervenciones orales el Comité invita a las ONG a dar su opinión sobre el informe del Estado; indicar si hubo algún tipo de consulta o cooperación entre el gobierno y las organizaciones no gubernamentales durante la preparación del informe; examinar los principales puntos críticos del informe paralelo; señalar las tendencias imperantes en relación con los derechos económicos, sociales y culturales en el país; presentar cualquier información nueva que se haya obtenido desde la presentación del informe escrito de la organización no gubernamental; proponer soluciones a los problemas con que tropiece la aplicación del Pacto; informar de cualquier ejemplo positivo de solución de problemas por parte del gobierno en la aplicación del Pacto.

Se informa a los Estados Parte interesados en las exposiciones de las organizaciones no gubernamentales y se los invita a asistir a ellas como observadores. Los Estados Parte tendrán la posibilidad de formular sus observaciones sobre las intervenciones de las organizaciones no gubernamentales durante el examen de su informe por el Comité.

De igual manera las ONG pueden participar como observadores en el examen de los informes de los Estados Parte mientras el Comité entabla un diálogo con la delegación del gobierno.  Los miembros del Comité hacen preguntas sobre la aplicación del Pacto en el país basándose en el informe del Estado Parte, el informe, el documento básico, las respuestas dadas por el Estado Parte a la lista de cuestiones y cualquier información adicional presentada al Comité.  Durante el diálogo entre la delegación del Estado Parte y el Comité las organizaciones no gubernamentales no tienen derecho a intervenir

.

Participación de las organizaciones no gubernamentales en el seguimiento dado por el Comité al examen de los informes de los Estados Parte

La función de las organizaciones no gubernamentales es decisiva después de que el Comité emite sus observaciones finales.  Las organizaciones no gubernamentales pueden aportar su contribución facilitando al Comité informes sobre las medidas adoptadas por el gobierno en respuesta a las recomendaciones de las observaciones finales.  También pueden dar publicidad a las observaciones finales a nivel local y nacional, y vigilar la actuación del gobierno con respecto a las recomendaciones del Comité.  Los informes de las organizaciones no gubernamentales sobre su labor de vigilancia local y de sensibilización contribuirán a hacer más eficiente la labor de seguimiento del Comité al mantenerlo informado de lo que suceda en el país tras su examen del informe del Estado Parte.

Participación de las organizaciones no gubernamentales en el examen por el Comité de la situación de aplicación del Pacto en los Estados que no presentan informes

En caso que el Comité decida llevar el Examen en ausencia del Informe del Estado Parte, la información proporcionada por las organizaciones no gubernamentales resulta particularmente útil para el Comité en vista de la falta de material procedente del Estado Parte.  Por consiguiente, se acoge con gran interés cualquier información pertinente, y el medio más útil de intervención consiste en presentar un informe en que se examine la aplicación de cada uno de los artículos del Pacto en el Estado Parte.  Además, se recomienda encarecidamente la participación en las exposiciones de organizaciones no gubernamentales ante el Comité y la presentación verbal de información sobre la situación en el país que sea objeto de examen.  La información relativa al examen programado por el Comité de la situación de aplicación del Pacto en los Estados cuyos informes están muy atrasados o en los Estados que no presentan informes puede consultarse en la página Web del Alto Comisionado: (http://www.unhchr.ch/spanish/html/hchr/hchrbio_sp.htm) o pedírsela a la Secretaría.

Participación de las Organizaciones no Gubernamentales en el día de debate general del Comité

En cada período de sesiones, el Comité dedica un día - normalmente el lunes de la tercera semana del período de sesiones -, a un debate general sobre un derecho concreto o un aspecto específico del Pacto.  El objetivo es doble : ayudar al Comité  a ahondar en los asuntos  pertinentes y  permitirle  alentar a todas las partes interesadas a que aporten sus contribuciones a su labor.

Las organizaciones no gubernamentales especializadas en el tema que deba abordar el Comité durante su día de debate general pueden participar de dos maneras. En primer lugar, pueden facilitar al Comité un documento de antecedentes, que debe presentarse a la Secretaría a más tardar tres meses antes del período de sesiones en que esté programado el día de debate general.  Ese documento, que no debe tener más de 15 páginas a doble espacio, será traducido a todos los idiomas de trabajo del Comité y publicado como documento de las Naciones Unidas. En segundo lugar, las organizaciones no gubernamentales especializadas pueden enviar a sus expertos a participar en el día de debate general. La información sobre los temas de los futuros días de debate general puede obtenerse de la Secretaría.

Participación de las Organizaciones no Gubernamentales en las actividades del Comité relacionadas con la redacción y adopción de sus Observaciones Generales

En las fases de redacción y examen de una observación general, las ONG especializadas pueden dirigirse al Comité por escrito.  Durante los debates, las ONG pueden hacer breves intervenciones sobre puntos concretos del proyecto de observación general.  Es preferible que las recomendaciones sobre el texto de un proyecto de observación general también se presenten por escrito (y en disquete electrónico) para facilitar su eventual incorporación en el documento.

Apoyo de las organizaciones no gubernamentales al Comité

El Comité en su informe sobre los períodos de sesiones 12º y 13º (1995) subraya la importancia de la cooperación de las organizaciones no gubernamentales. Reconoce que estas organizaciones  orientadas a los derechos humanos y al desarrollo se han interesado por la labor del Comité y el propio Pacto y están relacionadas con la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

El Comité propone que estas organizaciones no gubernamentales deberían asistirse entre sí y contemplar la creación de un organismo de enlace que se ocupara de los derechos económicos, sociales y culturales. Su trabajo estaría dirigido a coordinar las actividades relacionadas con los derechos económicos, sociales y culturales entre agentes no pertenecientes a las Naciones Unidas; cooperar con el Centro de Derechos Humanos de las Naciones Unidas; prestar ayuda y asistencia al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales para la vigilancia de la aplicación del Pacto. Esta asistencia podría ser similar a la que prestan las organizaciones no gubernamentales al Comité de los derechos del Niño; prestar asistencia a las organizaciones no gubernamentales nacionales que se ocupen de la protección de los derechos económicos, sociales y culturales, así como a las organizaciones no gubernamentales de desarrollo, para ayudarles a establecer programas que garanticen a sus beneficiarios el ejercicio de sus derechos económicos, sociales y culturales, con arreglo a las disposiciones del Pacto.

Fuentes de información

La información sobre los informes de los Estados y los períodos de sesiones del Comité está disponible en la página Web del Alto Comisionado: http://www.unhchr.ch/html/menu2/6/cescr.htm.

A partir de la página inicial del Alto Comisionado www.unhchr.ch, pulsar en OHCHR PROGRAMME; pulsar en CONVENTIONAL MECHANISMS; pulsar en COMMITTEE ON ECONOMIC, SOCIAL AND CULTURAL RIGHTS.

Las versiones en línea de los documentos del Comité e información sobre las ratificaciones, el estado de presentación de los informes y los miembros del Comité están disponibles en: http://www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf.

A partir de la página inicial www.unhchr.ch,  pulsar en DOCUMENTS; pulsar en TREATY BODIES DATABASE.

Puede obtenerse más información de la Secretaría del Comité llamando a los teléfonos (4122)9179321 Fax.(4122)9179046/9022, escribir al correo electrónica atikhonov.hchr@unog.ch    o  a  la siguiente dirección:



CAPÍTULO III

Los Informes alternativos de las organizaciones de la sociedad civil ante el Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales

El Capítulo III presenta la sistematización de la experiencia de la presentación de informes alternativos, paralelos o contrainformes de las organizaciones no gubernamentales (ONG) nacionales e internacionales y otras organizaciones de la sociedad civil ante el Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) de Naciones Unidas. 

¿Quiénes lo hacen, con qué objetivos, con qué metodología y qué impacto tienen en la situación de estos derechos?, son algunas de las cuestiones que se analizan, siempre con la finalidad de aportar al mejor uso de este mecanismo del sistema internacional de protección de los derechos humanos por parte de la ciudadanía y de las organizaciones sociales.

Como hemos visto en los dos primeros capítulos del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) se establece, en los artículos 16 y 17 como mecanismo de vigilancia del cumplimiento de las obligaciones de los Estados Parte, la presentación de Informes periódicos ante el Comité. 

Con la finalidad de contar con la mayor diversidad de fuentes de información que le permita tener una visión lo más completa y objetiva del país que comparece y contribuir con recomendaciones viables para la satisfacción de estos derechos por la población que habita bajo su jurisdicción territorial, haciendo un énfasis en de los sectores sociales más vulnerables; el Comité, invita a las ONG nacionales e internacionales a presentar sus propios informes, asimismo  consulta a los organismos especializados del sistema de Naciones Unidas.

En los capítulos anteriores, hemos presentado la información necesaria para conocer la normatividad, los mecanismos y los procedimientos establecidos por el Pacto y por las directrices y observaciones generales del Comité para saber cuáles son las obligaciones de los Estados y poder desarrollar estrategias adecuadas de exigibilidad de los derechos reconocidos por el Pacto.

Para la elaboración del capítulo se han considerado los informes alternativos presentados por las organizaciones de la sociedad civil  de 10 países: Argentina, Brasil, Bolivia, Colombia, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Perú y Venezuela. Así también se han considerado las entrevistas realizadas a los promotores y expertos del CELS (Argentina), que son parte de los capítulos nacionales de la  Plataforma Inrteramericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo de Bolivia,  Brasil, Colombia, Perú y Venezuela y especialmente Areli Sandoval del Equipo  Pueblo de México.

 La Iniciativa: ¿Dónde y cómo surge la iniciativa de presentar un informe alternativo al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas? 

La experiencia en la región de presentar informes alternativos al Comité se inicia el año 1990, principalmente por acción de redes internacionales como FIAN (Red  Internacional de Información y Acción por el Derecho Humano a Alimentarse) que en coordinación con organizaciones nacionales de Guatemala y Nicaragua presenta informes referidos al derecho a la alimentación en esos países, como la Coalición Internacional Hábitat que presenta un informe sobre el derecho a la vivienda y los desalojos forzosos en la República Dominicana y como el Frente por el Derecho a la Alimentación en México una red nacional que presenta un informe sobre el derecho a la alimentación.

 En una primera fase, entre 1990 y 1996, los informes al Comité son presentados por estas redes internacionales (México en 1993 y Panamá en 1992) y algunas ONG nacionales de carácter jurídico, como la Comisión Colombiana de Juristas, en 1995. De 1997 a la fecha han cobrado importancia y se han multiplicado los informes alternativos, contribuyendo a generalizar en la región, las estrategias de rendición de cuentas, de exigibilidad y vigilancia social de la ciudadanía. Incluso se viene dando, el caso que las ONG elaboran sus propios informes antes que el gobierno logre elaborar el suyo, como ha ocurrido recientemente con Brasil (2000) y Colombia (2001).

 La iniciativa de las ONG de recurrir al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales surge cuando diversos elementos y circunstancias aparecen en el escenario nacional y regional, entre ellas:

1. La Declaración y Plan de Acción  del Seminario “Los Derechos Humanos como Instrumentos para Combatir la Pobreza” realizado en Santiago de Chile,  en el mes de septiembre de 1997 y organizado por ALOP y Terres des Hommes / Francia. En este Seminario, se acordó trabajar desde una perspectiva integral por la promoción y defensa de todos los derechos humanos y la articulación de diversas iniciativas  de las organizaciones de la sociedad civil en una agenda y acciones comunes. La Declaración sostiene que los derechos humanos abarcan necesaria e indisolublemente los derechos económicos, sociales y culturales de las personas, afirmando que la pobreza es una violación a los derechos humanos.

2. La Declaración de Quito, acerca de la Exigibilidad de los Derechos Sociales y Culturales. Esta Declaración se celebró en el marco de un encuentro latinoamericano realizado en la ciudad de Quito en el mes de julio del año 1998. Contó con la participación de cincuenta organizaciones y cinco redes de 16 países latinoamericanos, así como varios expertos, activistas y representantes de ONG comprometidas con los derechos económicos, sociales y culturales en los países del norte. El contenido de la Declaración y las tareas que allí se acordaron significaron un gran impulso al enfoque de la integralidad de los derechos humanos y a las estrategias de exigibilidad de los derechos reconocidos por el Pacto
.

3. La experiencia acumulada por las organizaciones de derechos civiles y políticos en el uso del sistema internacional de protección de los derechos humanos, así como la solidaridad internacional desarrollada en situaciones de dictaduras represivas o escenarios de conflicto armado interno. La experiencia más reciente al respecto, parte de organizaciones de promoción del desarrollo y de movimientos de mujeres interesadas en hacer un seguimiento de los compromisos de los Estados acordados en la Cumbre Mundial de Desarrollo Social (Copenhague 1995) y la IV Conferencia Mundial sobre los Derechos de las Mujeres (Beijing 1994); entre estas destaca la Red Social Watch que produce anualmente un Informe mundial sobre el desarrollo social a partir de los informes de sus comités en 54 países. En México, por ejemplo, el Equipo Pueblo y otras organizaciones que han contribuido en el informe anual de Social Watch, fueron también referente para elaborar el Informe Alternativo al Comité DESC.
 .

Esta experiencia acumulada permite intercambiar conocimiento e información sobre el sistema internacional de protección de los derechos humanos,                         desarrollar relaciones institucionales, criterios, metodologías, indicadores, formas de organización y planes para el seguimiento y la vigilancia social. Aspectos importantes de este intercambio son los siguientes:

4. La existencia de ONG y redes nacionales que han incorporado en su pensamiento institucional un enfoque de derechos y de género, el concepto de desarrollo humano sostenible y la perspectiva de la interdependencia de los derechos humanos. A través de estas organizaciones y redes se ha logrado recomponer alianzas con los sectores sociales vulnerables, promoviendo espacios de cooperación y trabajo conjunto entre diversos actores sociales. Estas organizaciones son más  receptivas a la evolución de las tendencias mundiales y a la actuación pública conjunta en el escenario internacional.

5. La existencia de expertos que conocen y tienen acceso al complejo sistema de las Naciones Unidas, así como tienen un manejo del derecho internacional de los derechos humanos. En el caso de México, el trabajo de las organizaciones y redes se ha visto fortalecida por la existencia de equipos de profesionales formados en diplomacia ciudadana que desde finales de los años 80, a partir de las negociaciones del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), hacen un monitoreo sistemático de temas internacionales que tienen un gran impacto en la vida nacional y la población mexicana. Asimismo, se ha contado con la experiencia acumulada por organizaciones que vienen denunciando violaciones ante el sistema de Naciones Unidas de protección a los derechos humanos. En Colombia, en el último lustro se desarrollan iniciativas ciudadanas a nivel internacional para presionar por una solución política del conflicto armado interno.

6. La Secretaría del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales cumple un papel importante, cuando un Estado Parte debe comparecer ante el Comité conforme al calendario establecido, ya que es el Secretario del Comité quien cursa una invitación a las ONG internacionales y nacionales para que presenten un informe de manera paralela al que presenta el Estado. Así ocurrió en 1996 cuando el Perú debía comparecer ante el Comité: el Secretario A. Tikonov hizo llegar una nota y el Informe inicial del Estado peruano, a la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos del Perú; ésta reaccionó rápidamente y junto con otras redes nacionales convocaron a una Mesa de Trabajo para elaborar el informe alternativo. Este informe, se llegó a presentar en el XVI período de sesiones del Comité (abril / mayo 1997). En el caso del Brasil, es a partir de una entrevista entre A. Tikonov, Secretario del Comité y Romeu Olmar, Coordinador del Movimiento Nacional de Derechos Humanos del Brasil ocurrida en Ginebra en 1998, que surge la idea de presentar un informe alternativo ante el atraso del Estado de presentar el suyo. 

7. La influencia de las redes regionales a través de sus capítulos o contrapartes nacionales (las redes regionales) promueven la difusión y el intercambio de experiencias de exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales, como es el caso de la Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo (PIDHDD), la Asociación Latinoamericana de Organizaciones de Promoción (ALOP), el Comité  de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEM), entre otras. Los informes presentados ante el Comité en los dos últimos años (2000 – 2001) por las organizaciones de la sociedad civil de Brasil, Bolivia y Venezuela, así como los esfuerzos que se están realizando en Ecuador y Chile, son resultado de esta influencia. Cabe destacar también el aporte de la cooperación internacional en cuanto a la producción de ideas, establecimiento y ampliación de relaciones internacionales y el aporte financiero que contribuyen al despliegue de las estrategias de exigibilidad en la región.

8. La existencia de casos de grave preocupación o violación masiva y sistemática de derechos económicos, sociales y culturales de sectores vulnerables de la población, que generan la solidaridad nacional e internacional y la urgencia de recurrir al sistema internacional de protección de los derechos humanos como ha sido el caso de los desalojos forzosos en Panamá y República Dominicana. Así como, el interés de las organizaciones internacionales en temas específicos como el derecho a la alimentación, vivienda o los derechos de las mujeres, de la niñez. Destaca, por ejemplo, la preocupación por el derecho a la alimentación y la situación de la población rural organizada en el Movimiento de los Sin Tierra en el Brasil; los derechos laborales, la situación de los pensionistas y el derecho a la salud reproductiva de las mujeres en el Perú; la situación de los pueblos indígenas en México, Guatemala, Nicaragua, Honduras, Bolivia; los derechos de las poblaciones afectadas por el desplazamiento y de las madres comunitarias en Colombia.  

Los actores:  ¿Quiénes han participado y de qué manera, en la elaboración de los informes alternativos?

De los primeros informes alternativos que se presentaron en el año 1990 a la fecha, se puede apreciar dos cuestiones en su proceso de elaboración: una es la mayor participación de actores nacionales respecto a las ONG internacionales y la otra es la constitución de colectivos o equipos de trabajo para la elaboración de un informe plural en vez de la labor no coordinada de varias instituciones con la consecuente presentación de varios informes al Comité y los riesgos de datos contradictorios entre ellos. Sin duda el agravamiento de la crisis económica y social en los países de la región y la urgencia de unir fuerzas ante el deterioro de los derechos humanos han facilitado este encuentro. A continuación presentamos las características de este encuentro de actores:

1. Articulación de actores: Participan en la elaboración del informe organizaciones dedicadas a la promoción de los derechos humanos y al desarrollo social, movimientos de mujeres, organizaciones representativas de sectores vulnerables de la población, minorías y  discriminados, gremios de trabajadores, campesinos, poblaciones urbanas e iglesias. Sin duda la mayor participación y diversidad de actores permite una visión de país, asegura la sostenibilidad social de las estrategias de exigibilidad, legitima el informe y lo convierte en una causa social así como realza la calidad de la elaboración del mismo.

De esta manera, se ha facilitado el encuentro de esta diversidad de actores, la visión de compartir las mismas finalidades, el aporte recíproco de enfoques y metodologías de trabajo y el sentimiento de cooperación para acciones conjuntas de mayor envergadura e impacto en el escenario nacional e internacional. El desafío es incorporar a la academia y a los medios de comunicación. 

El debate pendiente es la participación de los actores políticos. En general hay una resistencia para incorporar a los partidos políticos en estos espacios, aunque la experiencia del Brasil con el Partido de los Trabajadores y la constitución de nuevos movimientos políticos interesados en estrategias de acciones ciudadanas en Colombia y Perú, puede señalar algunas rutas al respecto. En México fue claro cómo esta complementariedad de actores, permitió que los organismos de derechos humanos aportaran con el rigor jurídico y las organizaciones de desarrollo con el análisis de políticas públicas .

2. Articulación de enfoques: El encuentro de diversos actores en espacios de trabajo conjunto no es fácil, no obstante existen aportes recíprocos. El uso de las normas e instancias legales nacionales e internacionales como aporte del movimiento de los derechos humanos, el uso de indicadores para medir el progreso de las metas del desarrollo social y la movilización social como recurso de las organizaciones sociales y gremiales para ser escuchados en sus demandas; resultan siendo una síntesis que enriquece la concepción de justiciabilidad, exigibilidad y vigilancia social de los derechos económicos, sociales y culturales; facilitando de esta manera, la cooperación y la acción conjunta de los diversos actores, fortaleciendo a su vez, una cultura de derechos y ciudadana.

Dos experiencias son muestras de cómo se llevó a cabo la cooperación entre los distintos actores: La Plataforma Peruana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo, integra a ONGs de derechos humanos y de desarrollo, a la Confederación General de Trabajadores del Perú (CGTP), a la Federación Metropolitana de Mujeres Organizadas en Comedores Populares Autónomos y Afines (FEMOCCPALC) y a una diversidad de actores que se vincularon a raíz del reconocimiento de que la lucha contra el régimen de Fujimori tenía un componente de justicia económica y social. Justicia que podía reivindicarse desde los derechos económicos, sociales y culturales y a partir de la consideración de que los derechos laborales o de las mujeres no son un asunto sectorial, es decir, sólo de los trabajadores o sólo de las mujeres, sino que corresponde a la aspiración de todos por alcanzar una sociedad justa y que el goce de los derechos laborales corresponde al ejercicio ciudadano de los trabajadores. 

La otra experiencia es la de la Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo que llegó a convocar a la Universidad Nacional para participar en la elaboración del informe alternativo sobre el convencimiento mutuo de tejer redes sociales que impidan el aislamiento  del movimiento de derechos humanos y de la universidad, así como se profundice la desestructuración institucional y social frente al conflicto armado.

3. Articulación de espacios de trabajo: La acción conjunta de esta diversidad de actores para un fin común como es la vigilancia social de los derechos económicos, sociales y culturales, requiere dotarse de formas organizativas que promuevan la participación, el consenso y la acción pública en el escenario nacional e internacional. La experiencia que se viene desarrollando en la región, muestra una combinación de formas que posibilitan tanto el aporte individual de los expertos y de las  instituciones, como los mecanismos de consulta interinstitucional y multidisciplinaria, la participación amplia y plural de líderes y sectores de la población, especialmente de los sectores vulnerables y discriminados en eventos locales y nacionales, como audiencias públicas y el trabajo de equipos profesionales para la elaboración de metodologías, la sistematización, redacción, sustentación y divulgación del informe. En Colombia se hicieron eventos locales y regionales. Brasil tuvo una cobertura nacional, de 21 Estados y en 17 de ellos se hicieron audiencias públicas.

4. Concertación con el Estado: No existe experiencia en el sentido de que el Estado Parte coordine con las ONGs la elaboración de su informe al Comité. Salvo el ofrecimiento que hizo el gobierno de Chile, al Capítulo Ciudadanía (PIDHDD / Chile) pero que no se concretó. Por lo general las ONG lo obtiene vía la Secretaría del Comité o por medios informales. El debate señala, que tanto las organizaciones de la sociedad civil pueden concertar políticas nacionales de derechos humanos con el Estado y que por tanto, si puede darse el caso de presentar un informe preparado conjuntamente ante el Comité, sin perder autonomía. Dos experiencias nos pueden dar luces al respecto. 

El Movimiento Nacional de Derechos Humanos, FASE y otras organizaciones que integran la Plataforma Brasileña, encontraron desde años atrás la posibilidad de concertar con el Estado un plan y política nacional de derechos  humanos; ello facilitó el trabajo con organismos del Estado como la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara Federal de Diputados y la Procuraduría Federal para la elaboración y presentación del informe alternativo. Algo parecido viene ocurriendo en Bolivia; en particular en la relación del Capítulo Boliviano con la Defensoría del Pueblo, el Parlamento Nacional y los gobiernos locales
5. Articulación con las ONG y la cooperación internacional: A partir de la identificación de causas comunes concretas a raíz de la globalización, se ha modificado la relación entre las ONG internacionales y la cooperación con los actores nacionales, dejando de ser una relación meramente financiera por una relación más política y ciudadana, haciéndolas mas horizontales. La acción conjunta de ambas, no sólo ha sido para aprovechar los mecanismos del sistema internacional de protección de los derechos humanos, sino también, para desbaratar la acción de los poderes fácticos en el mundo que imponen términos desiguales de intercambio comercial, financiero, científico, tecnológico, informativo y de protección. No obstante, los diversos actores de carácter internacional y nacional tienen sus intereses políticos propios y ello exige un esfuerzo mayor para concertarlos, teniendo en cuenta que lo fundamental en la relación, es el informe nacional y, por tanto, los intereses de los movimientos y luchas nacionales.

La Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo, para elaborar el informe alternativo que debía presentar el Estado colombiano a fines del año 2000, luego de las recomendaciones del Comité de 1995, “ejecutó un paquete de talleres, seminarios, publicaciones y consultas que llevaron a realizar el Coloquio <La política social y los derechos económicos, sociales y culturales en los noventa: Balance y perspectivas> realizado en Bogotá los días 7 y 8 de octubre de 1999, en el que militantes y dirigentes sociales, académicos, personas de las ONG y del gobierno, junto con estudiantes bachilleres y de universidades debatieron sobre el estado de los derechos”. 

La experiencia colombiana de elaboración del informe significó una combinación acertada de una acción educativa, el debate público y el aporte especializado de los expertos. El principal impacto entre el primer informe alternativo (1995) y el segundo (2001) es que en su elaboración se pasó de 8 expertos a la movilización de más de 1,500 personas.

En México, el informe fue elaborado por un grupo central de organizaciones civiles, sus redes y expertas(os); también contribuyeron de manera indirecta pero importante, muchas otras organizaciones, sobre todo sociales, por ejemplo: a través del Centro de Reflexión y Acción Laboral (CEREAL) se obtuvo información referente a violaciones al interior de sindicatos; por otra parte, la mayoría de las organizaciones civiles de la capital del país que tienen trabajo de base en otros estados de la República con el sector popular, campesino, indígena, de mujeres, etc., tuvieron la tarea de recuperar la información de primera mano. 

Así, se contó con diversidad de materiales, desde un volante que generaba un grupo de mujeres campesinas en una comunidad marginada sobre las principales demandas de sus municipios, hasta informes más acabados como la documentación de casos en las maquiladoras. (Areli Sandoval, Equipo Pueblo).

Visión pluricultural y descentralista de país: ¿Quiénes son y donde están los sectores vulnerables de la población afectados especialmente en sus derechos económicos, sociales y culturales?

La mayoría de países de América Latina tienen una marcada estructura y régimen centralista en deterioro de las provincias y regiones del interior, sobre dimensionando el peso de la ciudad capital. La organización de la sociedad y sus sistemas políticos y económicos, propician la desigualdad en la distribución de los ingresos y el poder; teniendo de esta forma, una composición multicultural por la diversidad de pueblos y naciones que habitan en su territorio y un Estado que no es representativo de esa diversidad, sino mas bien, de una minoría poderosa. Se requiere entonces, construir una visión pluricultural y descentralista del país. La elaboración del informe alternativo sobre la situación de los derechos económicos, sociales y culturales ayuda al logro de esta visión. A continuación se describen las principales características de esta visión pluricultural y descentralista de país:

1. Los sectores vulnerables y su ubicación territorial: La mayoría de los informes alternativos revisados, abundan en estudios sobre la particular situación de las poblaciones indígenas, rurales, afro-descendientes y desplazados por la violencia; ubicados en determinados territorios por lo general los más deteriorados en recursos, inseguros y desprotegidos por el Estado. La incorporación del enfoque de género en los diagnósticos permite particularizar el impacto específico de las políticas públicas sobre las mujeres y hacer visible la situación específica de grave discriminación e indefensión de sectores de mujeres como por ejemplo, mujeres rurales, niñas, trabajadoras del hogar.

El Informe alternativo de Argentina, por ejemplo, sostiene: “Los Pueblos indígenas del Noreste tienen los índices más altos de infecciones agudas, problemática sanitaria compleja, ausencia de medios de transporte y comunicación, mínima asistencia educativa, sin saneamiento ambiental, no hay control de plagas, tasa de mortalidad infantil alarmante, rechazo y  discriminación de parte de la población no indígena, marginalidad y prostitución. 

Mientras tanto, en los Pueblos indígenas de la Patagonia,  los pastizales son vendidos a grandes corporaciones para la cría de ovinos, privándoles de leña para el invierno. Además mueren sus animales por la contaminación de sus fuentes de agua por las empresas petroleras y el envenenamiento de sus hijos por consumo de agua con altos porcentajes de metales pesados; existiendo además una alta tasa de desempleo. Las comunidades indígenas del Neuquén son expulsoras de población; casi todas las familias saben que parte de sus hijos deberán migrar tarde o temprano porque la tierra no alcanza y la que hay ya no les sirve. (Cuestiones a considerar en la evaluación del segundo informe de Argentina en el cumplimiento de los art. 16 y 17 del Pacto).

En el caso de Colombia: “Las Comunidades afrocolombianas en 1999 estaban conformada por 10,5 millones de hombres y mujeres, lo que representa el 26% de la población total colombiana. El pueblo afrocolombiano está presente en 800 municipios del  territorio  nacional, incluyendo las regiones Oriental y Amazónica y los valles medio y bajo de los ríos Magdalena y Cauca, Urabá y norte del Cauca. Las concentraciones urbanas más importantes están en las ciudades de Bogotá, Cali, Medellín, Barranquilla, Santa María, Riohacha, Monteria, Buenaventura, Quibdo, Tumaco, Turbo y Guapy.  Las zonas  geográficas de  asentamiento de la población negra son las que soportan  la mayor pobreza. Por ejemplo, en  el departamento del Chocó se concentra el 90% de la población afrocolombiana, de ella, el 82% presenta niveles de necesidades básicas insatisfechas, siendo esto, casi el doble de los registrados para el promedio entre blancos y mestizos. El índice más alto de mortalidad infantil se encuentra en la Zona Pacífica, es decir de cada mil nacidos, mueren 151 antes de cumplir un año de vida, o sea cuatro veces el promedio nacional. La esperanza de vida en esta zona es de 50 años, mientras que en la zona andina es de 65 años. La región sólo cuenta con un médico por cada mil habitantes y una cama de hospital por cada 10 mil. Las condiciones sanitarias y los servicios de salud son escasos. El 79% de las muertes por cólera ocurren en esta zona. (Informe Alternativo al Cuarto Informe del Estado Colombiano ante el Comité del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,  período 1995-2000, pág. 75, párr. 312 y 313)

2. Discriminación e indefensión: La mejor metodología para construir la visión de país pluricultural y descentralista, es a través de estudios de casos debidamente sustentados, la aplicación del enfoque de género y la construcción de mapas de la pobreza, violencia y  territorios indígenas. Los promedios nacionales ocultan la situación de grave discriminación e indefensión respecto a sus derechos humanos, en particular de los derechos económicos, sociales y culturales de estos sectores vulnerables de la población.

3. Formas participativas: Esta visión puede lograrse en el informe alternativo si facilitamos la participación de los líderes y organizaciones representativas de estos sectores de la población; así como también a través del aporte de expertos y ONG que tienen presencia nacional y arraigo local y mediante la realización de eventos de capacitación y consulta, como las audiencias públicas realizadas en Brasil y los talleres regionales en Colombia.  En Argentina, Bolivia, Perú y México se facilitó esta participación en el proceso de elaboración del informe, por lo que nos estamos aproximando a esa visión de país; esto indudablemente impactó en la presentación que hicieron en el Comité, los delegados de la ciudadanía, según consta en sus observaciones finales.

Los objetivos políticos: ¿Cuál es la razón o el impacto deseado, por el que las organizaciones de la sociedad civil se deciden a presentar informes alternativos?

El informe es un recurso que posibilita la legitimación de la lucha social ante la comunidad internacional y los organismos de verificación del Pacto; asimismo a través del informe, se logra redundar en presión sobre el Estado Parte a favor de la realización de las demandas sociales
.  Lo que interesa entonces es lo que el informe suscita y el escenario político que pueda crear.

1. Objetivos políticos nacionales: Las organizaciones de la sociedad civil que han elaborado informes alternativos, generalmente definen determinados objetivos políticos que les permiten identificar y resaltar con mayor claridad las situaciones directamente vinculadas al incumplimiento de alguna de las obligaciones del Estado Parte o de grave, masiva y persistente violación de alguno de los derechos reconocidos por el Pacto. De esta manera, tienen claridad para establecer prioridades, a la hora de utilizar el poco tiempo de intervención oral en la sesión pública del Comité en Ginebra y para alcanzar sugerencias a ser consideradas por los expertos en la observación final  que aprueba el Comité en su sesión privada. 

En general todos los Informes Alternativos presentados últimamente, tienen objetivos políticos y prioridades muy definidas. Algunos han optado por presentar de manera fuerte el derecho a la alimentación como Venezuela; el de las madres comunitarias cuyos derechos no son reconocidos por el Estado Colombiano; la problemática de los sin tierra en el Brasil o el de los productores de coca en Bolivia. La tendencia parece ser, el presentar informes que resaltan prioridades en la problemática general de la situación de los DESC y ya no tanto informes que tienen la característica de ser diagnósticos sobre el conjunto de los derechos. La idea es que los informes más focalizados pueden resultar siendo más efectivos en cuanto al logro de los objetivos propuestos. A continuación presentamos los principales objetivos políticos en la elaboración del informe:

2. Movilización social: Uno de los objetivos de la elaboración del informe, es posibilitar que los movimientos y organizaciones sociales que estén desarrollando una movilización social puedan expresar sus demandas, ampliar su política de alianzas, lograr un mayor reconocimiento de diversos sectores de la sociedad y proyectar su lucha en el escenario internacional como formas de presión a su Estado. En el Perú la lucha de los pensionistas del Estado, ha llevado sus reclamos ante la Corte Interamericana ganando al Estado peruano; esto sienta un precedente de jurisprudencia en América Latina y obliga al Estado a reparar económicamente a las víctimas de la violación de sus derechos.

3. La elaboración del informe puede contribuir a vertebrar un movimiento de exigibilidad y vigilancia social, que logre la aplicación de leyes, políticas públicas sectoriales y nacionales, medidas presupuestales y administrativas, planes de desarrollo local con enfoque de derechos; cuya finalidad sea  la mejora de calidad de vida de la gente. En Colombia, luego de la presentación de su último Informe Alternativo, se vienen diseñando estrategias para incorporar el enfoque de derechos, a las políticas de desarrollo local en los que las municipalidades son la instituciones más cercanas a la población, convirtiendo a estas, en espacios de participación ciudadana y vigilancia social. En Argentina, el colectivo que elaboró el Informe, tuvo una presencia muy activa durante la crisis política y financiera que se desató a fines del 2001, promoviendo la solidaridad internacional y demandando el pronunciamiento del Comité del PIDESC y de los organismos de derechos humanos de Naciones Unidas, ante la grave afección a los derechos económicos, sociales y culturales que viene sufriendo una gran parte de la población argentina.

4. Difusión de los derechos económicos, sociales y culturales: Cuando la elaboración del informe se hace dentro de un plan que incluye la capacitación,  eventos de consulta y participación amplia de diversos sectores de la sociedad, se contribuye de manera eficaz en el conocimiento de los derechos  económicos, sociales y culturales y sobre el carácter justiciable de éstos, lo que permite agregar nuevas perspectivas a la lucha social. Algunos ejemplos:

México: el Espacio de Coordinación Control Ciudadano - DESC se propuso elaborar el informe con el objetivo general, de generar un proceso de monitoreo y seguimiento permanente de la puesta en práctica de los compromisos y obligaciones adquiridos por el gobierno mexicano, a través de instrumentos internacionales relacionados con los derechos económicos, sociales y culturales, para promover su cumplimiento y con miras al mejoramiento de las condiciones de vida de la población mexicana. Esto significaba en concreto, tener más armas para combatir la política económica. (Entrevista a Areli Sandoval de Equipo Pueblo y Espacio DESC México). La FIAN, sección México - uno de los organismos con categoría consultiva que avalaron y participaron en el informe de México – tuvo como principal objetivo, elevar el derecho a la alimentación a nivel Constitucional. La representante de FIAN identificaron como otro objetivo, retomar las recomendaciones que hace el Comité con respecto al derecho a la alimentación (Entrevista a Alicia Carriquiriborde, presidenta de FIAN México).

Brasil: Dirigió sus esfuerzos hacia: la producción de un Informe amplio sobre la no aplicación y violación de los derechos económicos, sociales y culturales en el Brasil; lograr en el ámbito de la sociedad civil mayor visibilidad de estos derechos; ampliar el marco de alianzas institucionales, creando un importante diálogo con sectores de la judicatura y del legislativo; estimular al  Estado brasileño para presentar su Informe y difundir en la sociedad brasileña y en el movimiento de los derechos humanos en el país, la existencia del Pacto y de los compromisos asumidos por los Estados Parte.

Colombia: Se planteó: conseguir la protección de las organizaciones sociales, a través de la realización del derecho a la asociación; a través de la protección de los derechos de los desplazados; adecuando la Constitución Colombiana al Pacto; mediante la labolarización de las madres comunitarias y mediante la reestructuración del  Sistema Nacional de Salud.

Argentina: El objetivo de la presentación del Informe fue poner en evidencia, en un foro internacional, las políticas regresivas que estaba adoptando el Estado argentino en esta materia, cuando las cifras macroeconómicas eran positivas; en este sentido, hacer al estado “accountable” por este tipo de políticas.

Los objetivos de tipo político, perseguían la discusión pública de los temas tratados en el informe o reforzar otros ya instalados en el ámbito interno. Por otro lado, a través de la elaboración del informe se buscaba la articulación entre distintas organizaciones, sociales, sindicales, de desarrollo que persiguen la exigibilidad de los derechos sociales en un trabajo realizado desde la perspectiva de “derechos”.

Red de vigilancia social: ¿Cómo asegurar el uso de las observaciones finales del Comité a favor de las demandas sociales? 

La principal limitación en el uso del mecanismo de presentación de informes, no es sólo la escasa difusión que se hace de las observaciones finales del Comité sino, y lo más grave, es desaprovecharlo como mecanismo de presión ante el Estado, teniendo en cuenta lo que el Comité está demandándole realizar. La posibilidad de superar esta situación está, en organizar una estrategia de vigilancia social en la que participen las mismas organizaciones, líderes y expertos que participaron en la elaboración del informe desde un inicio.

1. Organización de una Red: La experiencia muestra que no basta con convocar talleres, seminarios o cualquier otro evento de consulta en los que, ciertamente se está promoviendo la participación de la gente, sino que lo que importa es organizar esa participación en redes. Es decir, conectar a las diferentes organizaciones sociales e individuos, con la finalidad de cumplir un plan de seguimiento o monitoreo de las políticas públicas sectoriales o nacionales y su impacto en la realización de los derechos económicos, sociales y culturales. La especialidad que cada organización pueda tener sobre un derecho, será enriquecida con la adopción de una estrategia y metodología compartida de seguimiento y evaluación de cada uno de los derechos y también sobre la situación general de los derechos económicos, sociales y culturales en el país, como se ha dicho, con una visión descentralista y pluricultural.

2. Capacitar en vigilancia social: Para monitorear la evolución o grado de satisfacción, dificultad o violación de los derechos económicos, sociales y culturales, es preciso capacitar en estrategias de vigilancia social. Estas tienen como rutas principales: el conocimiento del contenido esencial del derecho, de la legislación nacional e internacional que lo ampara, de las obligaciones generales y específicas del Estado respecto a cada uno de los derechos y de los mecanismos de verificación establecidos por el Pacto, el conocimiento de las políticas públicas, planes, programas y presupuesto del gobierno, la capacidad de hacer diagnósticos sectoriales, locales y nacionales para determinar una línea de base a partir de la cual se hará el seguimiento (progresión o regresión) y la capacidad de identificar las violaciones a estos derechos.

3. Base social para el uso de las observaciones finales: Si se logra organizar en redes a los participantes y se les capacita en estrategias de vigilancia social y si el grupo impulsor o de iniciativa tiene el cuidado de informar permanentemente y capacitar a los integrantes de estas redes; entonces estas estarán en condiciones de asegurar el debido uso de las recomendaciones del Comité. Ello llevará a la necesidad de hacer un plan de vigilancia, que incluya diversas actividades y formas de presión al Estado.

4. Estrategia para los medios de comunicación: En la mayoría de las experiencias de elaboración de informes se nota un débil impacto en los medios de comunicación, a pesar de los esfuerzos realizados. Por ejemplo, en México y Brasil se organizaron presentaciones públicas del informe simultáneamente a su presentación en Ginebra. Entendemos que una estrategia de medios debe considerar la difusión de casos emblemáticos y el seguimiento sistemático de su defensa ante diversas instancias jurídicas y políticas, nacionales e internacionales. El caso de las madres comunitarias y de los desplazados en Colombia o el de los jubilados en el Perú, los pueblos indígenas en México, la población negra del Brasil y las trabajadoras del hogar en Bolivia, son algunos casos cuya difusión puede vincularse a la justiciabilidad de los derechos reconocidos en el Pacto. 

5. Experiencias:  La amplia y diversa participación lograda en Colombia para la última presentación de su informe alternativo (2001) y la estrategia que están llevando las organizaciones peruanas, permiten señalar como una ruta posible para el buen uso de las observaciones finales del Comité, la organización de mesas de trabajo, observatorios u otras formas de trabajo conjunto que realicen la vigilancia social de la situación de los derechos económicos, sociales y culturales, sea por derecho, sector social o localidad. En Colombia se piensa organizar mesas por cada derecho en el 2002. En el Perú se ha organizado una red nacional de vigilancia social de las políticas públicas en materia de los derechos económicos, sociales y culturales, la cual viene elaborando el segundo informe alternativo, capacitándose en estrategias de vigilancia social y alistándose para hacer de las observaciones finales del Comité un instrumento de presión nacional respecto a la agenda pendiente de los DESC.

6. Demandas ante tribunales: La elaboración del informe puede identificar aspectos muy sensibles para la población (por ejemplo el desempleo, desconocimiento de derechos laborales, acceso a la salud de sectores vulnerables, calidad y gratuidad de la educación), que puede llevar a los expertos a formular estas denuncias en demandas jurídicas ante tribunales nacionales, y si fuera el caso, ante instancias internacionales. Esta ruta es muy importante porque permite el desarrollo teórico del derecho, y puede sentar jurisprudencia. El recurso mas novedoso es el que ha presentado el CDES y la Plataforma Ecuatoriana de Derechos Humanos Democracia y Desarrollo, demandando al Estado Ecuatoriano de violar el derecho a la salud por no disponer los fondos suficientes del presupuesto general de la República. 

7. Recursos ante el Comité: Las organizaciones sociales pueden alcanzar al grupo de trabajo pre-sesional un listado de cuestiones para que el Estado las respondan en su presentación ante el Comité; puede, como ya se ha dicho, alcanzar sugerencias a los expertos para la elaboración de las observaciones finales; puede también, de acuerdo a los objetivos políticos trazados, sugerir que el Comité solicite al Estado Parte la ampliación de Información sobre aspectos específicos; puede proponer también, de acuerdo a la gravedad de la situación, que el Comité ofrezca al Estado asistencia técnica a través de una misión; y puede alcanzar información permanente al Comité sobre la evolución y el cumplimiento de las observaciones finales, pudiendo incluso como lo ha hecho el CELS junto a otros organismos de derechos humanos y la Central de Trabajadores Argentinos (CTA), “solicitar una audiencia al Comité con el objeto de poner en su conocimiento las medidas profundamente regresivas adoptadas por el gobierno argentino para el goce de los derechos económicos, sociales y culturales, audiencia que fue concedida en el marco del período de sesiones de noviembre del 2001”, es decir, obligar a comparecer al Estado de manera extraordinaria ante el Comité.

Metodología

¿Cómo se han elaborado los informes? 

El informe alternativo debe corresponder a los objetivos políticos nacionales que se tracen las organizaciones que lo sustentan o a sus objetivos institucionales. La metodología para elaborar el informe tiene diversos momentos, que van desde la adopción de determinados enfoques hasta la identificación de violaciones en casos específicos sustentados jurídicamente y a partir de estudios de casos. La preparación del informe pasa por los siguientes momentos: 

1. Conformar un equipo de trabajo:  En general, la elaboración del Informe requiere de tres instancias de trabajo:

Un grupo amplio de impulso integrado por las ONG y organizaciones sociales que respaldarán el documento final y son ellas, las que definen los objetivos políticos, el contenido, la metodología, las estrategias y la convocatoria a eventos amplios de participación como talleres, seminarios y audiencias públicas.

La segunda instancia son grupos de trabajo específico, por lo general organizados por cada uno de los derechos reconocidos por el Pacto o también por sectores vulnerables de la población. Pueden haber también grupos de trabajo territorial, es decir, abocados a la preparación de un informe sobre la situación de los derechos en su localidad.

Y una tercera instancia es un grupo pequeño de personas delegadas por sus instituciones o en algunos casos contratadas para la redacción final del documento.

2. Fuente de información: Hay tres tipos de fuentes de información:

La primera es la conceptual o teórica, que es aquella que se puede encontrar en los documentos básicos agrupados en lo que los colombianos llaman “caja de herramientas” y que su lectura es indispensables para elaborar el informe (ver en el Capitulo IV Manual para la elaboración de Informes Alternativos). 

La segunda fuente es la oficial, que es aquella que producen los diferentes sectores del Estado, como son censos, encuestas nacionales, estadística de los Bancos Centrales, presupuesto de la república, jurisprudencia y otros. Puede considerarse como oficial la información producida por los organismos intergubernamentales como la CEPAL, UNESCO, PNUD, Informe del Banco Mundial y otros.

La tercera es la producida por las ONG, universidades, Institutos, las organizaciones sociales, los medios de prensa y de comunicación popular. Estos son estudios de caso, informes, testimonios, revistas, folletos y volantes. 

3. Diagnóstico de la situación de los derechos económicos, sociales y culturales: 

En general el diagnóstico debe responder a las preguntas formuladas en las directrices para la presentación de informes aprobada por el Comité, partiendo de información general sobre el perfil del país. 

Para hacerlo, es preciso adoptar diversos criterios o enfoques, como el enfoque de derechos, género, desarrollo sostenible, defensa del medio ambiente y la perspectiva pluricultural, sin olvidar contrastar con la información del Estado y procurando identificar y ubicar la situación específica de los sectores vulnerables de la población, por ejemplo, el informe de Colombia trata en especial el tema de los desplazados y de las madres comunitarias; Perú desarrolla especialmente los derechos laborales y la seguridad social; México habla de las poblaciones indígenas y de las mujeres trabajadores en las maquilas; Argentina se interesa por el caso de los discapacitados; la niñez es una preocupación de casi todos los Informes, en los informes de la FIAN sobre Bolivia, Honduras y Venezuela se presta atención  sobre el derecho a la alimentación, seguridad alimentaria y uso sostenible de las tierras de cultivo.

4. Instrumentos: 

El análisis comparado de la legislación nacional, el uso de indicadores y estadísticas para evidenciar el impacto de las políticas públicas en la población, haciendo hincapié en su impacto en sectores específicos de la población, como es el caso de las mujeres, o en los sectores vulnerables; y el estudio de casos y presentación de testimonios como antecedente para identificar violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales. Los equipos de trabajo han diseñado diversas matrices y metodologías para ordenar el diagnóstico y el análisis. Destacamos cuatro matrices: la de México, Perú, Brasil y Argentina:

	México

“Hicimos una matriz de Análisis de calidad. Establecimos criterios para validar la información que se incluiría en el Informe y se manejó una matriz de análisis de calidad y consistencia de toda la información recabada”



	Calidad del documento
	Si cumple
	No cumple

	· Documentos de máximo 3 cuartillas.
	
	

	· Confronta con el Informe del Gobierno.
	
	

	· Confronta con las recomendaciones del Comité.
	
	

	· Se utiliza referencias de órganos internacionales de derechos humanos.
	
	

	· Se utiliza referencias de órganos internacionales de derechos humanos.
	
	

	Consistencia del documento
	Si cumple
	No cumple

	· Se da cuenta de la mayor vulnerabilidad por
	
	

	1. Género
	
	

	2. Edad
	
	

	3. Grupo étnico
	
	

	4. Región
	
	

	· Se informa del período 1992-96
	
	

	· Anexa expedientes de casos
	
	

	Anexo documentales
	
	

	Calidad del documento
	
	


Perú

Matriz de exigibilidad
La Plataforma Peruana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo (PPDHDD) en coordinación con las organizaciones participantes en la Red Nacional de Vigilancia Social de Políticas Públicas en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en el que participan la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH) y la Asociación Nacional de Centros (ANC), elaboraron una matriz de exigibilidad que esta sirviendo para el recojo, organización y procesamiento de la información necesaria para el informe alternativo. Esta matriz se organiza en tres cuadros o tablas. La primera procura una visión con enfoque de derecho “Marco de referencia para el análisis”, la segunda una evaluación de los programas del gobierno “Análisis de Cumplimiento de las Obligaciones del Estado en el ámbito normativo” y la tercera relaciona “La Vigilancia Social y Exigibilidad del Derecho”.

	TABLA 1

Marco de referencia para el análisis



	Marco normativo Internacional
	Contenido mínimo del derecho
	Obligaciones genéricas
	Obligaciones de los Estados
	Indicador del cumplimiento resultado

	
	
	
	
	


	TABLA 2

Análisis de Cumplimiento de las Obligaciones del Estado en el ámbito normativo



	Indicador de cumplimiento Resultado
	Marco normativo nacional
	Situación nacional (1997)
	Situación local a 1997
	Situación actual

(del ámbito 2001)
	Déficit

problemas saltantes

	
	
	
	
	
	


	TABLA 3

La Vigilancia Social y Exigibilidad del Derecho



	Déficit/

problema más saltante/ violación PIDESC
	Medidas para reparar la situación
	Destinatario

(ante quién)
	Responsables

(quiénes)
	Alianzas

(con quiénes)

	
	
	
	
	


Brasil 

Metodología de la recopilación de información: 

Los mecanismos para la recopilación de información fueron las Audiencias Públicas, que constituyeron grupos de trabajo en 17 Estados: En otros 2 Estados, sin tener audiencias públicas, fueron reunidos indicios e informaciones recolectadas entre las entidades sectoriales que fueron consideradas en la producción del Informe. Participaron de estos grupos de trabajo, las Comisiones de Derechos Humanos de las Asambleas Legislativas, las Procuradurías Regionales de los Derechos del Ciudadano, las secciones estatales de la Orden de los Abogados del Brasil y centros ligados al  Movimiento Nacional de Derechos Humanos (MNDH). Ellos organizaron las audiencias, produjeron las actas, sistematizaron las informaciones obtenidas por todas las fuentes disponibles en el Estado y las encaminaron a la Coordinación Nacional. 

Sistematización de la información: 

Luego de las audiencias en los Estados, fueron distribuidos por la coordinación y completados por entidades sectoriales ligadas a los tópicos de los derechos, cuestionarios que objetivaran el levantamiento de los diagnósticos y principales demandas en cada uno de los sectores. Fueron designados por la Coordinación Nacional técnicos y representantes de entidades que actúan en las áreas correspondientes a los derechos. contemplados en el Pacto. Para eso fueron identificados colaboradores en sus respectivos sectores, a partir de un doble criterio, que privilegie tanto el conocimiento técnico, como la trayectoria de su actuación en el sector. El trabajo de estos colaboradores sectoriales consistió en conducir (realizar y aplicar) un análisis de las audiencias públicas, cuestionarios respondidos por organizaciones civiles y datos oficiales o de fuentes de alta credibilidad sobre el respectivo derecho. 

Difusión de los DESC y alimentación de información: 

Durante todo el proceso, se procuro divulgar entre diferentes segmentos de la sociedad la elaboración del Informe e instruir sobre como una entidad o ciudadano podría complementar (alimentar) el trabajo. En este proceso el objetivo paralelo fue difundir tan ampliamente como fuera posible los derechos económicos, sociales y culturales, el esfuerzo de la sociedad civil en valorizarlos y la existencia del Pacto, un proceso más o tan importante que la elaboración del informe en si.

Argentina

Metodología de trabajo 

La metodología de trabajo implementada por el CELS fue encomendar la redacción de los capítulos a personas pertenecientes a organizaciones especializadas en temas determinados (organizaciones de base, sindicatos, centros de estudios sobre políticas públicas, etc.).

Este proceso requirió contactar determinadas organizaciones, y reunirse con ellas para explicar la importancia del mecanismo de control instaurado por el Pacto y el proceso de evaluación que el Estado Argentino estaba por enfrentar. En muchos casos, a pesar de la extensa experiencia de los profesionales en su área (derechos laborales, acceso a la vivienda, etc.) el contenido del Pacto y la jurisprudencia del Comité les resultaba desconocida. Así, la parte inicial consistió en la capacitación de los colaboradores.

Cada uno de estos colaboradores elaboró su parte separadamente y fue el CELS el encargado de compilar los aportes y realizar la edición de los mismos. Por otra parte, varios capítulos fueron preparados por los integrantes del Programa de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del CELS. También participaron de este proceso los estudiantes del último año de la carrera de derecho que realizan su práctica en la institución.

Esquema de redacción
¿Los informes siguen la estructura del Pacto y las Directrices del Comité?

¿El informe es alternativo, paralelo o un contrainforme?

En la experiencia de elaboración de informes por parte de las organizaciones de la sociedad civil, se puede apreciar que estos tienen diferentes énfasis. En algunos casos confrontan con el Informe del Estado Parte y en otros no lo toma mayormente en cuenta, y en algunos casos, ante la ausencia del informe oficial, el informe de las ONG se convierte en la única fuente de información para el Comité. Considerando las opiniones de quienes han asistido a Ginebra para presentar el Informe alternativo y considerando el contenido de las observaciones finales del Comité, sin duda el mejor uso de este mecanismo de control se logra con la presentación de un contrainforme, pues permite el diálogo y debate con la posición oficial, y permite de esa manera, esclarecer la situación de los derechos económicos, sociales y culturales en el país.

1. Informe alternativo: El último informe presentado por las Organizaciones Sociales de Brasil (2000) es un claro ejemplo de informe alternativo. Tipo de Informe que, ante la ausencia del Informe del Estado Parte o por ser este muy deficiente, se constituye en la única fuente de información producida por el país para el Comité. 

2. Informe paralelo: Este tipo de informe se da cuando tanto las organizaciones de la sociedad civil y el Estado Parte presentan informes, pero la ONG no considera la información presentada por el Estado, es decir, no hay diálogo o debate con el informe del Estado. Esta práctica se puede considerar como una desventaja frente a la valoración del informe por el Comité, aun cuando la información paralela puede ser redundante con relación a la del Estado Parte, como sucede en el caso de los Informes de Bolivia y Venezuela.

3. Contrainforme: La presentación de un contrainforme constituye un reto para las organizaciones civiles, pues éstas, además de preparar su propia información y argumentación, investigan y hacen el seguimiento del Informe presentado por el Estado. En el caso que el Estado haya presentado un informe previo al Comité, las ONG tienen que preocuparse por conocer las recomendaciones que se le hicieron,  evaluar los progresos de los derechos en el período de los dos informes presentados, ubicar los progresos y regresiones de los derechos registrados, y estar al tanto del calendario de las sesiones del Comité, para alimentar con información las labores del grupo de trabajo anterior al período de sesiones, en la elaboración de la lista de preguntas que se le realizarán al Estado.

Estos informes por lo general aportan mucho más, pues se constituyen en nuevas fuentes de información para que el Comité compare e interrogue al Estado. México, Argentina y Perú son ejemplos claros de este tipo de informes.

Dependiendo de los objetivos políticos o institucionales, los informes pueden seguir el articulado del pacto y presentar la situación respecto a cada uno de los derechos (Perú, Argentina, México, Colombia, Brasil). En otros casos, se presentan informes sobre algún derecho en particular, por ejemplo la FIAN y la Coalición Hábitat presentaron informes sobre el derecho a la alimentación y el derecho a la vivienda, respectivamente; otras organizaciones presentan informes sobre determinados sectores sociales, por ejemplo, los derechos económicos sociales y culturales de las mujeres, la niñez, los pueblos indígenas, los discapacitados, los desplazados y otros sectores vulnerables y discriminados. Cabe anotar que la mayoría de los informes no tratan adecuadamente los derechos de autodeterminación, el mismo trato reciben los derechos culturales.

Brasil

Estructura del Informe
El Informe alternativo brasileño presenta en cada uno sus artículos los siguientes puntos: Una evaluación del marco legal del país, presentando un derecho específico del Pacto, el cual es contrastado con la legislación brasileña; medidas adoptadas y progresos realizados por el país; indicación de factores que perjudican el pleno cumplimiento de las obligaciones, ya sea en el campo administrativo o sea en el legislativo, tanto por esfuerzo propio del país o mediante cooperación y asistencia internacional y, finalmente, propuestas.

México elabora un contrainforme 

Al inicio de cada artículo presenta información que confronta al Informe del gobierno mexicano. Denuncia que el Gobierno mexicano no haya respondido satisfactoriamente a las observaciones y recomendaciones que el Comité formuló respecto al segundo informe periódico (E/C.12/1993/16). Para cada uno de los artículos se cita el reporte del gobierno mexicano y se analiza cada uno de ellos confrontando la data que maneja el informe del Estado:

Acusa al Estado de no informar su responsabilidad sobre sus obligaciones derivadas del Pacto.

Crítica la brevedad sobre temas referentes a la igualdad de derechos entre hombre y mujeres.

Observa distorsión en el diagnóstico de la problemática del derecho al trabajo, oculta y da poca relevancia a la información (hechos, etc.) que afecta el derecho a condiciones de trabajo equitativo y satisfactorio.

Omite información sobre la legislación que va contra el Pacto, particularmente contra el derecho a la sindicación, libertad sindical y huelga.

Contradice al Gobierno cuando dice que se ha fortalecido el derecho a la seguridad social.

Sobre el derecho de la Protección y asistencia materna, a la infancia y adolescencia, el gobierno se limita a exponer cifras e indicadores sobre las mujeres incluidas en la seguridad social.

Desmiente al gobierno acerca de la atención al derecho a la alimentación y presenta encuestas que contradicen los datos oficiales: Encuestas de Alimentación en el Medio Rural (ENAL, 98), denuncia el manejo de datos estadísticos poco transparentes sobre la situación infantil.

Contrasta los datos sobre inversión en vivienda presentados por el gobierno. Se denuncia que la información al respecto no sea pública.

Denuncia que los datos oficiales bioestadísticos con relación a la salud en el tercer informe no son confiables y ocultan la realidad

Observa que el informe trata de justificar las carencias del art. 14 al referirse a los programas de gobierno de política Federal. (Programa para abatir el Rezago Educativo PARE)

Diagnóstico socio económico, identificación de violaciones y casos
¿Los informes son solamente diagnósticos o avanzan en identificar violaciones?

En la medida que las organizaciones de derechos humanos y las de desarrollo encuentren espacios de cooperación y presenten, de manera conjunta, informes alternativos al Comité, la articulación de sus respectivos enfoques permitirá una combinación adecuada entre los aspectos más propios de un diagnóstico económico-social que aportan las organizaciones de desarrollo, y los aspectos más propios de un enfoque jurídico y legal que aportan las organizaciones de derechos humanos. Conforme ambos tipos de organizaciones vayan integrando sus enfoques y ampliando las perspectivas de la problemática que tratan, a partir de experiencias de trabajo conjunto, podrán encontrar una metodología y la argumentación suficiente para tipificar determinadas situaciones como violaciones a los derechos reconocidos por el Pacto o de otros que se encuentran en fase de formulación o positivización, como es el caso del derecho al desarrollo y el de la defensa del medio ambiente.

Para identificar un caso de violación se requiere conocer el contenido esencial del derecho, de las obligaciones de los estados, de la legislación nacional e internacional que norma, protege y garantiza estos derechos y de la jurisprudencia existente.

El salto entre el diagnóstico socioeconómico al de estudio de casos e identificación de violaciones, es el desafío que tienen las organizaciones sociales en la elaboración de los informes alternativos.

La experiencia de presentación del informe en Ginebra
¿Qué lecciones podemos aprender de las experiencias de quienes han ido a Ginebra a presentar su informe ante el Comité?


Existen cuatro momentos en los que el viaje de una delegación de las organizaciones que han elaborado un informe alternativo puede ser importante: Uno es para la reunión del Grupo de Trabajo Pre-sesional, que se reúne al final de cada período de sesiones durante cinco días para preparar el trabajo del Comité en su próximo período de sesiones y en los que, según el calendario aprobado, analiza de manera preliminar los informes de los cinco Estados Parte que deberán comparecer, formulando la lista de cuestiones que remite a los gobiernos respectivos para su respuesta por escrito, antes de la sesión pública en la que el Estado deberá comparecer ante el Comité. 

Otro momento, es durante el período de sesiones en las que se realiza la sesión pública organizada por el Comité para escuchar las presentaciones orales de las organizaciones de la sociedad civil que así lo hayan solicitado y se hayan inscrito con anterioridad ante la Secretaría; la sesión pública que se realiza días después en la que el Estado Parte presenta su informe oficial y, finalmente, la delegación podrá aprovechar su estadía en Ginebra para conversar, si no es posible con todos juntos, al menos con cada uno de los expertos, en particular con el Relator del país, para hacerles llegar los puntos de vista y propuestas a ser consideradas en las observaciones finales que adopte por consenso el Comité en su última sesión, que es de carácter privado.

1. Tener claros los objetivos políticos nacionales: El esfuerzo que significa el traslado de una delegación a Ginebra, se justifica si es que los promotores del informe alternativo saben perfectamente qué es lo que quieren conseguir del Comité y para qué. Qué sector de la población afectado en sus derechos o qué aspecto específico de un derecho requiere de un respaldo explícito del Comité, de manera que sirva de presión al gobierno y como recomendación de carácter vinculante, cuyo cumplimiento, las organizaciones de la sociedad civil puedan luego exigir.

2. Tener un plan para la presentación del informe alternativo: Establecidos los objetivos políticos nacionales y considerando también los objetivos institucionales el grupo impulsor, se deberá definir un plan y estrategia para lograr un mayor impacto en el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas. 
a) Es fundamental la presentación de un solo informe escrito por parte de un conjunto diverso de organizaciones de la sociedad civil que sea concreto y corto. El Comité ha dicho: “acogemos con mucho mayor gusto un sólo informe que muchos que no podemos leer”.

b) Deberá elaborarse un resumen ejecutivo del informe no mayor de cinco páginas traducido, si es posible, al inglés y francés.

c) Puede elaborarse materiales audiovisuales muy enfocados y cortos para realzar la presentación oral del informe ante el Comité.

d) Deberá discutirse el perfil de los delegados que viajarán al Comité. Lo óptimo sería una amplia y diversa delegación que integre a expertos, líderes sociales, políticos, dirigentes de pueblos indígenas,  con una composición equitativa de hombres y mujeres, es obvio mencionar que ello depende del financiamiento. 

e) Deberá decidirse qué cuestiones serán presentadas de manera oral en la sesión pública del Comité, sabiendo que el tiempo promedio con que  se cuenta para la presentación es de 15 a 30 minutos por país.

f) Encargar a cada uno de los delegados la preparación de una presentación de calidad y muy breve (3 minutos) sobre un tema o problema específico.

3. Tomar contacto con la Secretaria del Comité con  la debida antelación, dado que se requiere solicitar la acreditación que permita participar en las sesiones públicas del Comité. Al igual que entregar toda la información escrita y visual que se pueda alcanzar por su intermedio a los miembros del Comité.  

4. Relación con el Grupo de Trabajo presesional: La relación con el Grupo de Trabajo presesional se establece un año antes de la presentación del Informe del Estado Parte. Según la experiencia del CELS / Argentina, lo mismo que confirmaron las organizaciones del Espacio de Coordinación DESC de México, resultó de fundamental importancia la asistencia a la audiencia con el Grupo de Pre-Sesión. Por un lado, en esta audiencia las ONG tienen un espacio más relevante que durante la audiencia de presentación del Informe por parte del Estado, disponen de un tiempo y el grupo de pre-sesión, al ser un grupo reducido (cinco miembros) y asignados especialmente al Estado Parte en cuestión, tienen particular interés en la información alternativa presentada por las ONG´s. Además, resultaron de particular relevancia las charlas personales mantenidas con el grupo de expertos. Por otro lado, esta audiencia permite influir en la formulación de las preguntas al Estado y en general, las Observaciones Finales tratan cuestiones que fueron objeto de estas preguntas. Es decir, que las preguntas delimitan en definitiva los puntos sobre los que el Comité prestará particular atención. Las preguntas formuladas al Estado por el Comité fueron sustancialmente tomadas de las que presentara el CELS y el Espacio de Coordinación DESC de México.  

5. Relación con el Relator del País: Como se sabe, el Grupo de Trabajo Presesional nombra a un Relator por país, es decir, el experto encargado del examen del informe del Estado Parte. Es importante conocer el nombre del Relator encargado del país. Se debe pedir a la Secretaría o consultar en el sitio en la Web de la Oficina del Alto Comisionado, la lista de los informes de los Estados Parte que el Comité ha de examinar en sus siguientes períodos de sesiones. Luego se podrá pedir la dirección del relator a la Secretaria. Es importante enviarle copia del informe alternativo y cualquier otra información directamente a él, en los días previos a la presentación del Informe del Estado Parte ante el Comité el Relator, es el vínculo del cuál la delegación puede valerse para acceder a los miembros del Comité. Si el Relator percibe que las entrevistas que sostiene con la delegación le facilita el trabajo (conocer del informe y contrastar información o identificar casos de violación, regresiones o avances de los derechos, etc.) se mostrará más accesible. 

6. Relación con los miembros del Comité: Según la experiencia de Espacio de Coordinación DESC de México, es importante entrar en contacto con los expertos los días previos a la presentación del Informe del Estado Parte. La relación con los 18 miembros del Comité debe empezar por saber el tema de interés de cada uno de ellos. Cada uno es experto en alguno de los temas del Pacto. Para comunicarse con ellos es importante hablar su idioma, que por lo general es el inglés o el francés. Si hay la posibilidad de enviar una delegación a Ginebra, es importante dividirse los temas entre el grupo, cada uno dominará un tema y podrá exponerlo ante el experto. Es necesario pensar en facilitarles lo máximo el trabajo, alcanzarles fichas sobre el tema específico tratado en el Informe, ubicándoles las páginas y párrafos de la información que nos interesa que conozca. Es un error solo limitarse a distribuir los informes alternativos a los miembros del Comité

7. Traducciones: Es muy importante contar con traductores que nos permitan acceder a los idiomas de trabajo del Comité. Un documento que se presente en inglés tendrá una difusión más amplia.  Sin embargo, si lo permiten sus recursos financieros, es útil que las ONG presenten al menos un resumen de la información en los idiomas de trabajo del Comité, a parte del idioma de presentación original del documento. Si bien es cierto las sesiones públicas del Comité cuentan con traducciones simultáneas, es recomendable que la delegación que viaje cuente entre sus miembros gente que hable por lo menos inglés o francés, ello facilita enormemente la labor de lobby previa a las sesiones.

8. Relación con las ONG internacionales y de carácter consultivo: Es necesario contar con el apoyo o patrocinio de las organizaciones Internacionales y consultivas, ya que, al momento de buscar un espacio en Ginebra se pide una contraparte. Es necesario dejar muy en claro que las organizaciones patrocinadoras a las que se le solicita el apoyo lo respaldan por que se convencen del contenido y los objetivos políticos del Informe. Estas organizaciones patrocinan a las organizaciones no gubernamentales interesadas en presentar un contrainforme, pueden dar su respaldo y ayudarle en la acreditación y facilitar el ingreso a ciertas esferas de Naciones Unidas, además de un apoyo logístico en Ginebra.

9. El momento decisivo: la aprobación de las observaciones finales. Todo el esfuerzo debe confluir en el logro de incorporar en las observaciones finales un determinado número de párrafos que aludan directamente a las cuestiones de interés nacional que preocupa a las organizaciones de la sociedad civil que presentan el informe. En el caso mexicano, el documento del Comité fue de 47 párrafos e incluso tomó algunas de las recomendaciones casi textuales que el informe alternativo presentó. La experiencia de la delegación peruana en 1997 fue muy exitosa en este propósito, pues el documento final guardó casi por completo el borrador alcanzado por uno de los delegados peruanos. Lo mismo ocurrió con la delegación boliviana.

10. Las misiones de asesoría técnica: El sistema de control establecido por el Pacto y precisado por el Comité incluye otros mecanismos además de la presentación del informe del Estado Parte, entre ellos se pueden considerar, la solicitud de ampliación de información por escrito sobre temas específicos, la comparecencia adelantada del Estado ante la evidencia de un grave deterioro de la situación de los derechos económicos, sociales y culturales y el ofrecimiento de asesoría técnica que, de ser aceptada por el Estado Parte, se ve concretada con la visita de una Misión al país. Cuando se identifica un caso flagrante de violación masiva y persistente de alguno de los derechos por parte del Estado o por agentes privados por omisión o complicidad del Estado, se puede solicitar al Comité que estudie la posibilidad de ofrecer una asesoría técnica al Estado respecto a la problemática identificada. De igual forma, cuando los Estados Parte se encuentran retrasados en la presentación de sus informes periódicos o en la entrega de la ampliación de información específica solicitada por el Comité, se puede gestionar en el Comité el ofrecimiento de asistencia técnica.

11. La estrategia de difusión: Los grupos de impulso de los informes alternativos de México y Brasil diseñaron una estrategia de difusión simultánea de la presentación del informe organizando actos en el país en el momento de la presentación del mismo en Ginebra, sin embargo este es el aspecto más débil de la estrategia de presentación de informes.

Impacto

¿Qué logros se han alcanzado a favor de la realización de los derechos económicos, sociales y culturales con la presentación de los informes alternativos?

Es indudable que el mecanismo de verificación establecido por el Pacto tiene limitaciones que amenazan en convertir la presentación de informes en algo ritual, al no tener el Comité capacidad de escuchar demandas individuales ni facultad para adoptar sanciones contra los Estados Parte que violen los derechos económicos, sociales y culturales o incumplan sus obligaciones, ni tiene la capacidad de adoptar  medidas de reparación a favor de las víctimas. Sin duda la resistencia de los Estados para adoptar un protocolo facultativo del Pacto es una expresión de las dificultades, sobretodo de carácter político, para lograr el respeto, protección y garantía de estos derechos. No obstante la experiencia en cada país de elaborar los informes alternativos ha significado el logro de algunos resultados favorables al proceso de ampliación de una cultura de derechos, sobretodo en determinados sectores organizados de la población. 

1. Difusión de los derechos económicos, sociales y culturales: “En 1995 fuimos 8 los expertos que elaboramos los informes que se presentaron al Comité. En el año 2000 fueron más de 1,500 los que participaron en su elaboración” (A. Uribe del Colectivo Alvear Restrepo de Colombia). El salto de los informes preparados sólo por expertos a los informes en los que participan cientos de personas y organizaciones de diverso tipo, se convierte en la mejor escuela de difusión y capacitación sobre la integralidad e interdependencia de los derechos humanos y la plena justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. Más aún, cuando efectivamente se organizan escuelas, diagnósticos participativos, consultas, redes de vigilancia y se elaboran propuestas de políticas públicas.

2. Recuperación de la cosa pública: quienes participan en la elaboración del informe, principalmente las personas provenientes de las organizaciones populares, tienen la posibilidad de intercambiar conocimientos, puntos de vista y experiencias más allá de su vivencia directa y cotidiana o de su interés académico. De alguna manera esta práctica va creando las condiciones para que se reconozcan como sujetos de derechos, es decir, como ciudadanos y ciudadanas. Es posible entonces, que su visión vaya transformándose de una puramente demandante a una visión de ser partícipe de una colectividad mayor, exigiendo reconocimiento de pertenencia, sin exclusión. En esas condiciones se puede producir el salto de interesarse por el espacio público, por el gobierno de lo público, por aquello que incumbe a todos.

3. Hacer activo el enfoque de derechos: Son variadas las posibilidades que se abren de concretar el enfoque de derechos y la visión de la interdependencia de los derechos humanos como resultado de la experiencia participativa de elaboración del informe. Se pueden identificar dos escenarios posibles para la acción de las ONG y las organizaciones sociales: la elaboración de planes de desarrollo local (PIDHDD / Colombia, Perú) y la formulación de políticas sectoriales, como por ejemplo políticas agrarias (FIAN / Guatemala), con enfoque de derechos. 
4. Construcción de visiones de país incluyentes, descentralistas y pluriculturales: Si la elaboración del informe es un proceso social y se convierte en un hecho político, es decir: 
a) si cuenta con  la participación de una diversidad de pueblos y actores sociales de las diferentes regiones del país; 

b) si el esfuerzo remata en diversas acciones públicas de exigibilidad para que el Estado asuma sus obligaciones y adopte medidas concretas y específicas para superar las situaciones denunciadas de grave dificultad o violación de los derechos económicos, sociales y culturales, considerando las particularidades del sector social y de la localidad afectada y; 

c) si genera espacios de encuentro, cooperación y de trabajo conjunto que convoquen a esa diversidad de actores y que se exprese en formas organizativas adecuadas, cada vez más permanentes; 

Entonces se irán sentando las bases para construir una visión incluyente, descentralista y pluricultural de país, diferente a las visiones excluyentes, centralistas y ajenas a la diversidad cultural hoy dominantes y que impide visibilizar la especificidad de los individuos, los sectores sociales y los pueblos que habitan el territorio bajo jurisdicción del Estado. Esta visión resulta imprescindible para formular políticas públicas adecuadas a cada sector social y población.

5. El desarrollo del contenido de los derechos económicos, sociales y culturales: El ejercicio de examinar la situación de estos derechos en realidades concretas como son las de los diferentes países y regiones del mundo, ha obligado cada vez más a precisar el contenido mínimo esencial de cada uno de estos derechos y a desarrollar métodos científicos para su examen. Estos desarrollos figuran en las observaciones finales que adopta el Comité luego de la comparecencia de los Estados Parte y en las observaciones generales que elabora el Comité en cada uno de sus períodos de sesiones, a parte de los propios informes oficiales de los Estados Parte, claro, no siempre todos, sino aquellos de calidad, al igual que los informes alternativos o contrainformes presentados por las organizaciones de la sociedad civil.
6. El desarrollo de la jurisprudencia: A pesar de las limitaciones jurídicas del Comité en cuanto a su capacidad de hacer justicia ante las violaciones a los derechos reconocidos por el Pacto, se puede considerar que sus decisiones y los debates que promueve, por ejemplo, frente a la necesidad de aprobar un protocolo facultativo, van construyendo una jurisprudencia y aclarando los términos de la discusión sobre el carácter justiciable de los derechos económicos, sociales y culturales, que van creando las condiciones jurídicas y políticas para ampliar la protección universal de estos derechos.
7. Contribución para detener violaciones sistemáticas, masivas y graves de los derechos económicos, sociales y culturales: El logro más importante del mecanismo de verificación del Pacto, es haber contribuido en detener los desalojos forzosos de miles de personas, situación que afectaba el derecho mínimo esencial a la vivienda de estas poblaciones. La articulación de las acciones de ONG internacionales como la Coalición Hábitat Internacional y de organizaciones locales en Panamá y República Dominicana, lograron que el Estado Parte aceptara el ofrecimiento de asesoría técnica mediante la presencia de una misión del Comité en el país, luego de años de presión y adopción de diversos llamados, misión que alcanzó finalmente al gobierno de estos países, un conjunto de recomendaciones a favor del derecho a la vivienda de los sectores vulnerables de la población. 
8. Identificación de nuevas amenazas para el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales: El análisis de los contextos macroeconómicos para identificar las raíces de las dificultades y violaciones a estos derechos, ha puesto en la agenda del propio Comité y de las organizaciones que realizan acciones de exigibilidad y vigilancia, cuestiones como la deuda externa, los procesos de integración regional, los términos de intercambio comercial, las finanzas mundiales y el financiamiento del desarrollo, las migraciones sur / norte y sur / sur, los conflictos armados internos y las amenazas a la paz. Esta experiencia de investigación y acción política posibilita la construcción de una agenda ciudadana regional y mundial, así como el desarrollo de acciones ciudadanas globales, que se expresan, por ejemplo, en el Foro Social Mundial y las protestas en el mundo contra los organismos multilaterales, la OMC y el G7.  
9. La presión sobre los Estados: Es un hecho que la expansión de las estrategias de vigilancia social por parte de colectivos ciudadanos son una verdadera presión sobre los gobiernos, éstos se sienten vigilados y, en algunos casos, hacen esfuerzos para mejorar la situación, o por lo menos, no llegar a estados de evidente violación. 
Las tareas por hacer
¿Cuáles son las tareas pendientes con respecto al uso del mecanismo de presentación de informes al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales?

Resultan a estas alturas obvias las limitaciones del sistema de verificación del Pacto. Los mecanismos de elección de los expertos miembros del Comité por el ECOSOC, no garantizan la más alta calidad profesional, trabajo comprometido e independencia de todos los miembros. Deberían establecerse mecanismos de participación de las organizaciones de la sociedad civil en esta elección, así como mecanismos de rendición de cuentas y de revocatoria de mandato en caso los miembros no cumplan a cabalidad su mandato. Quizá sea necesario crear sub-comités o zonificar a los miembros para garantizar un cabal conocimiento de la realidad de cada región y país. Es evidente también, que el mecanismo de presentación de informes en periodos de sesiones del Comité /ahora tres veces al año) resulta insuficiente, por lo que el acumulado de informes por examinar y el atraso en la presentación de estos, de alguna manera favorecen la impunidad en el caso de violaciones por parte de los Estados respecto a los DESC. De la misma manera, resulta evidente el peligro de convertir en un ritual el procedimiento de examen y recomendación si es que no se dotan de mecanismos de monitoreo y sanción a los Estados transgresores. La aprobación del Protocolo Facultativo puede ayudar en desatar estos nudos.  

 Por otra parte, es indudable que las organizaciones de la sociedad civil no han obtenido todo el provecho posible, sobretodo, en cuanto a las observaciones finales del Comité. Conviene, por lo tanto, destacar los temas que aparecen como tareas pendientes o desafíos en la presentación del informe alternativo por parte de las organizaciones de la sociedad civil.

1. Contrainforme: Se ha visto que resulta mucho más útil, tanto para el Comité como para las luchas sociales nacionales, el que las organizaciones de la sociedad civil tengan la capacidad de rebatir los aspectos distorsionados de los informes oficiales, como una forma de contribuir a una comprensión mas realista de la situación de los derechos económicos, sociales y culturales y eso sólo se puede lograr, si se conoce previamente el informe del Estado Parte. 
2. Plan Nacional: El desafío planteado en las actuales condiciones políticas de la región y la existencia de actores no estatales poderosos, es la posibilidad de concertar con el Estado planes nacionales para la promoción de todos los derechos humanos. En esa perspectiva, la elaboración de informes alternativos tendrían algunas características diferentes, sin dejar, claro está, la necesaria independencia y autonomía de las organizaciones de la sociedad civil frente al Estado, de tal manera de no perder su perspectiva ciudadana y crítica. Sin duda, los aspectos que se revalorarían serían los de, amplitud en la perspectiva mundial a partir del reconocimiento de intereses nacionales y regionales, el propositivo y el de negociación.
3. Violación: Los informes no pueden limitarse a los diagnósticos socio económicos, sino que deben avanzar en la identificación y sustentación de casos de violación de los derechos económicos, sociales y culturales considerando la normativa jurídica nacional y el derecho internacional de derechos humanos.
4. Exigibilidad: La estrategia de exigibilidad comprende diversos campos de acción pública como son:
a) La presentación de informes al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas
b) La presentación de recursos a la Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos, amparados en el Pacto de San Salvador
c) Campaña mundial por la aprobación del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la ampliación del Protocolo de San Salvador a los demás derechos.
d) Campaña Mundial por el establecimiento de una Corte Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales
e) Campaña mundial por la democratización, simplificación y mayor eficacia del Sistema de Naciones Unidas, promoviendo la articulación de los mecanismos de verificación de las obligaciones de los Estados Parte derivadas de tratados y precisando las sanciones contra las violaciones a los derechos establecidos en estos instrumentos internacionales vinculantes.
f) La incorporación del enfoque de derechos para el tratamiento de los diversos  aspectos de la economía mundial, el desarrollo social de los pueblos y la gobernabilidad democrática en la región y nuestros países, promoviendo la aprobación de la Carta Social Americana promovida por la PIDHDD y la Alianza Social Continental. 

g) La presentación de recursos ante los tribunales nacionales e internacionales.
h) La incorporación del enfoque de derechos a los planes de desarrollo local y las políticas públicas sectoriales, regionales y nacionales. Resulta clave la incorporación del enfoque de género y ambiental.

i) La organización de observatorios o redes territoriales (por localidad), sectoriales (por sector social) y temáticas (por derechos) de vigilancia social para el monitoreo de los derechos económicos, sociales y culturales y para la formulación de propuestas alternativas. Grupos de trabajo por recomendación del CDESC.

j) La preparación de expertos, líderes y dirigentes sociales en la teoría, políticas e instrumentos de diplomacia ciudadana para la realización eficaz de acciones ciudadanas globales y la intervención en los foros internacionales.

k) La organización de redes de promotores de base (sindicales, mujeres, jóvenes, escolares, etc) de los derechos económicos, sociales y culturales a partir de los cursos y eventos de capacitación.

l) Política con la academia que permita ganar la expertisse de los académicos y de los jóvenes universitarios en cuanto a investigación y desarrollo conceptual.

m) Estrategia de medios y política cultural, de tal manera de hacer del respeto a los derechos económicos, sociales y culturales parte de la gente. 


CAPITULO IV


Manual para la elaboración de Informes Alternativos

El PIDESC establece mecanismos de verificación de las obligaciones de los Estado Parte. Entre éstos considera la participación de las ONG y las organizaciones comunitarias de base, para contar con una diversidad de fuentes de información que ayuden a su análisis y comprensión objetiva de la situación de los DESC en el país respectivo.

Para elaborar un informe al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que repercuta en la situación de los DESC, las organizaciones de la sociedad civil deben considerar los siguientes pasos:

Verificar los datos sobre el País:
Las ONG deben conocer en qué situación formal se encuentra el Estado Parte ante el Comité. Si es Estado Parte, éste puede estar atrasado en la presentación del Informe o pendiente de presentar un Informe especial o aclaraciones sobre algún derecho en específico que el Comité le haya solicitado. Es necesario conocer el calendario de comparecencia y rescatar datos adicionales acerca del país, generados por el Comité. Estar al tanto de esta información ayudará a elaborar los objetivos de la presentación del Informe y a organizar con tiempo su participación.

1. La ONG debe Verificar si el país es Estado Parte en:

http://www.unhchr.ch/pdf/reportsp.PDF
En el caso que no sea Estado Parte deberá realizar una campaña para la firma y ratificación del Pacto.

2. La ONG debe verificar en qué situación se encuentra el Estado Parte ante el Comité:

a. Al día en la presentación de los informes.

1. Fecha de la presentación del último Informe.

2. Fecha de presentación próximo informe.

b. Atrasado en la presentación de su siguiente informe.

 1.      Fecha de presentación del Informe.

c. No ha presentado informe.

d. El Estado ha sido examinado en ausencia de la presentación del Informe.

3. Ubicar las recomendaciones, conclusiones o informes emitidos por el Comité sobre el Estado Parte.

Se pueden acceder a estos documentos en:

http://www.unhchr.ch/spanish/data_sp.htm   

y ubicar en Documentos por país: Son los que tienen los códigos  E/C.[año/número de periodo de sesiones]

Organizar una caja de herramientas:

Las Organizaciones comprometidas en la elaboración del informe deberán organizar una caja de herramientas que contenga los siguientes documentos:

1. El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Lo pueden ubicar en la página web de la ONU:

http://www.unhchr.ch/spanish/html/intlinst_sp.htm
2. Observación General Nº1

La puede ubicar en la página web de la ONU:

http://www.unhchr.ch/spanish/data_sp.htm,

y buscarlo por el nombre: “Informe sobre el primer periodo

 de sesiones” (1987) o con el código E/C.12/1987/5

3. Observación General Nº3

La puede ubicar en la página web de la ONU:

http://www.unhchr.ch/spanish/data_sp.htm,

y buscarlo por el nombre: “Informe sobre el quinto periodo de

 sesiones” (1990) o con el código E/C.12/1990/8

4. Directrices revisadas relativas a los informes de los Estados Parte de conformidad con los artículos 16 y 17 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Las puede ubicar en la página web de la ONU:

http://www.unhchr.ch/spanish/data_sp.htm,

y buscarlo por el nombre: “Informe sobre el quinto periodo de sesiones”

 (1990) o con el código E/C.12/1990/8

5. Participación de las organizaciones no gubernamentales en las actividades del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

La puede ubicar en la página web de la ONU:

http://www.unhchr.ch/spanish/data_sp.htm,

y buscarlo por el código E/C.12/2000/6

6. Declaración de Quito acerca de la exigibilidad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

La puede encontrar en la página Web de PIDHDD:

http://www.pidhdd.org en Documentos Básicos.
Acceder al Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales e iniciar la elaboración del Informe de la ONG

1. Entrar en contacto con la Secretaría del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

La relación con la Secretaría del Comité es importante. Esta se puede iniciar desde un año antes de la presentación del Informe del Estado Parte, para enviar información relevante y de contexto sobre el país a los expertos, que no están familiarizados con la realidad del país, para ponerse en contacto con los expertos, para alcanzar la información que se desee presentar y para coordinar su participación en las sesiones del Comité: trabajos presesionales, examen de los Informes, seguimiento a los informes y debate general.

Pueden comunicarse con el Secretario del Comité de Derechos Humanos Económicos, Sociales y Culturales, Alexander Tikhonov, en el centro de Derechos Humanos, Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra, 8-14, avenue de la Paix, 1211, Ginebra 10, Suiza, teléfono: (41 22) 9173968, fax: (41 22) 917 0099, correo electrónico:

atikhnov.hchr@unog.ch
2. Entrar en contacto con los miembros del Comité:

Lo primero, será conocer a los 18 miembros del Comité. Esta información pueden encontrarla en los últimos informes de los periodos de sesiones del Comité. En el informe del 24 periodo de sesiones, (diciembre, 2000) aparecen los miembros del Comité (ver Anexo I): 

Es importante entrar en contacto con los expertos los días previos a la presentación del Informe del Estado Parte. La relación con los 18 miembros del Comité debe empezar por saber el tema interés de cada uno de ellos. Cada uno es experto en alguno de los temas del Pacto. Para comunicarse con ellos es importante hablar su idioma, que por lo general es el inglés o el francés. Si existe la posibilidad de enviar una delegación a Ginebra, es importante dividirse los temas del Informe entre el grupo. Así, cada uno dominará un tópico y podrá exponerlo ante el experto. Es necesario pensar en facilitarle lo máximo el trabajo, alcanzarle fichas sobre el tema específico tratado en el Informe, ubicándole las páginas y párrafos de la información que nos interesa que conozca.

3. Entrar en contacto con el Relator del País:

Es importante conocer el nombre del Relator encargado del país de su interés. Usted debe pedir a la Secretaría o consultar en la página Web de la Oficina del Alto Comisionado, la lista de los informes de los Estado Parte que el Comité ha de examinar en sus siguientes períodos de sesiones.  Luego podrá pedir la dirección del relator a la Secretaria.  Es importante enviarle copia de su informe directamente a él.

En los días previos a la presentación del Informe del Estado Parte el Relator es el vínculo del cuál la delegación puede valerse para acceder a los miembros del Comité. Si el relator percibe que las entrevistas que sostiene con la delegación le facilitan el trabajo (contrastar información o identificar casos de violación, regresiones o avances de los derechos, etc.) se mostrará más accesible. 

4. Entrar en contacto con el Grupo de Trabajo presesional

La Relación con el Grupo de Trabajo presesional se establece un año antes del Informe del Estado Parte. Ellos son cinco miembros. Es importante pedir a la secretaría del Comité sus nombres y direcciones para enviarles información personalmente.

5. Entrar en contacto con organizaciones no gubernamentales con estatus consultivo.

Es necesario contactarse con Organizaciones Consultivas frente al ECOSOC. Estas organizaciones patrocinan a las organizaciones no gubernamentales interesadas en presentar un contrainforme. Y pueden darle su respaldo, ayudándolas a entrar en ciertas esferas de Naciones Unidas, con apoyo institucional: fax, contactos, ubicación de información y en el trámite de la acreditación. Es muy importante que ambas organizaciones, la patrocinada y patrocinadora, conozcan sus objetivos y condiciones de trabajo para hacer más armónica y efectiva la participación de ambas.

Elaborar el Informe de la ONG
Una vez que conocemos la situación del país ante el Comité, tenemos nuestra caja de herramientas y hemos contactado con los miembros del Comité, podemos empezar a planificar la elaboración del Informe.

1. Diseñar la Estrategia del Informe:

Las ONG deben hacer un trabajo de planificación sobre las estrategias que serán usadas en la presentación del Informe. Éstas estarán dirigidas por el objetivo político nacional, vertidas en el contenido del Informe, y enmarcadas en una estrategia internacional. Es importante que el informe esté traducido al inglés y que se diseñe una estrategia de difusión.

a. Elaborar el objetivo político nacional

Los interesados en presentar un informe desde la perspectiva de la Sociedad Civil deben preguntarse ¿Para qué quiero el informe? Esto significa hacer una evaluación de las condiciones nacionales e internacionales: el reconocimiento del Pacto por la sociedad y el Estado y la situación del Estado Parte ante el Pacto y ante la comunidad internacional. 

b. Escoger el tipo de Informe según la estrategia

 Se debe escoger el tipo de informe que conviene presentar según el contexto que el país atraviesa y según los objetivos que persiga. Los informes pueden ser:

· Alternativo, 

· Paralelo, 

· Contrainforme.

Es preferible elaborar un contrainforme que debata con el Informe del Estado y proporcione información diversa al Comité para la adopción de sus observaciones finales.

c. Elaborar la estrategia Internacional

Las ONG deben conocer el trabajo y trayectoria de las Organizaciones Internacionales con las que se desee crear alianzas. Muchas de sus experiencias podrían ser útiles para desarrollar acciones a nivel internacional.

Es importante sumar esfuerzos con las Organizaciones Especializadas de la ONU. Estas nos dan nociones de la dirección de las preocupaciones mundiales, en el momento, sobre los derechos y problemas que nos interese promover. 

Sobre las estrategias de presión sobre el Estado con la intervención del Comité podemos mencionar dos casos: 

Cuando se identifica un caso flagrante de violación masiva y persistente de alguno de los derechos por parte del Estado, por agentes privados o por omisión o complicidad del Estado, se puede solicitar al Comité que estudie la posibilidad de pedir una asesoría técnica al Estado respecto a la problemática identificada, a través de una misión.

Cuando los Estado Parte se encuentran retrasados en la presentación de sus informes periódicos o en la entrega de la ampliación de información específica solicitada por el Comité, se puede gestionar en el Comité el ofrecimiento de asistencia técnica, a través de seminarios, cursos de capacitación, etc.

Es importante también, compatibilizar nuestra estrategias locales con las de organizaciones internacionales que ya estén en curso. Esto hará más eficiente los esfuerzos y logrará mayor eficacia en las acciones que llevemos a cabo. Para conseguirlo debemos enterarnos del trabajo que vienen realizando y entrar en contacto con ellas.

2. Convocar a la participación en la elaboración del Informe

El grupo de trabajo debe ser amplio y fuerte. La convocatoria y constitución de un equipo amplio en la elaboración del Informe requerirá de esfuerzos en las dinámicas de comunicación y trabajo para el entendimiento y concertación de ideas de los diferentes miembros. Es conveniente que los equipos amplios convoquen a especialistas de diferentes temas. Cada uno puede encargase de desarrollar uno de los derechos.

3. 
Utilizar diversos métodos participativos

Los métodos participativos que promueva el grupo de trabajo pueden hacerse a través de consultas que busquen y recojan las propuestas del consenso social. Estas pueden realizarse con diferentes instituciones y de forma multidisciplinaria. A través de los eventos conseguimos la participación de líderes y organizaciones sociales y generamos escenarios en donde podemos exponer el informe y recoger experiencias que puedan enriquecerlo. Y a través de la participación de los expertos podemos conseguir un trabajo eficaz, ellos aportan su experiencia y conocimientos en desarrollo, ubicación, orientación de la búsqueda e interpretación de la información.

4. Diseñar la metodología

La elaboración de la metodología para la elaboración del contrainforme debe planificarse a la luz del contenido del informe del Estado Parte, la lista de preguntas elaboradas por el grupo de trabajo presesional, las directrices de elaboración de informes para los Estados Parte, y todos los documentos antes mencionados como lecturas indispensables en la caja de herramientas.

a. Conformar un equipo de trabajo

b. Recopilación de Información:

· Conceptual o teórica (caja de herramientas).

· Oficial (de las entidades estatales: censos, encuestas nacionales, estadística de los Bancos Centrales, presupuesto de la república, jurisprudencia, etc).

· No Oficial (ONG, universidades, institutos, popular, prensa, etc).

c. Usar Instrumentos:

· Indicadores

· Estadísticas

· Testimonios

· Casos

d. Elaborar el Diagnóstico del País:

· Incorporar la perspectiva de derechos humanos.

· Incorporar la perspectiva de género.

· Incorporar los sectores vulnerables.

· Incorporar la perspectiva de pluriculturalidad.

· Incorporar la perspectiva de desarrollo sostenible.

· Incorporar la perspectiva de preservación del medio ambiente.

e. Presentar una apreciación de la realización de los DESC.

El Diagnóstico del país nos permite conocer el contexto socioeconómico, legal, geográfico–cultural, la relación con la comunidad internacional, y nos proporciona datos coyunturales que permiten dar una imagen real de la situación del país, que ayude a una evaluación justa de la aplicación de los derechos económicos, sociales y culturales.

f. 
Identificar violaciones de derechos:

Las formas de violación que se pueden identificar son casos de violación por comisión u omisión, violaciones referentes a elementos del contenido mínimo esencial del derecho precisadas por las observaciones generales del Comité, por discriminación, inobservancia por razones sometidas al control del Estado y medidas retroactivas en el reconocimiento jurídico de los derechos.

g. 
Identificar casos de violación

Denunciar casos violación a través del Informe de las ONG, es un recurso que se debe utilizar. Para ello es necesario registrar información fidedigna y directamente de los afectados. Algunos países anexan la documentación de estos casos al Informe principal. Las pruebas pueden registrarse a través de todos los materiales que se consigan. Además se recomienda, que si el objetivo es conseguir derivar estos casos ante las instancias nacionales de justicia con la ayuda internacional, es necesario que las pruebas se registren cuidando el ordenamiento legal nacional.

h. No olvidar tratar sobre los siguientes aspectos.

· Ubicar la progresión o regresión del derecho.

· Elaborar Conclusiones y Recomendaciones

Participar en la elaboración de la lista de preguntas antes del Examen por el CDESC (grupo de trabajo presesional)

Es estratégico para las ONG participar en la elaboración de la lista de  preguntas al Estado Parte. Esto les abrirá un primer espacio en el Comité, alimenta la solidez del contenido del Informe de la ONG, y brinda la oportunidad de poner en marcha los objetivos y estrategias que se han planteado con antelación.

Un año antes de la presentación del Informe del Estado Parte, el grupo de trabajo presesional se reúne al final de las tres semanas del periodo de sesiones ordinarias del Comité (mayo, noviembre). Durante cinco días de trabajo analizan el Informe del Estado próximo a evaluar y, en base a éste elaboran la lista de cuestiones o preguntas que se formularán el siguiente año a la delegación del Estado. En este espacio del Comité, las ONG deben aportar con información para la elaboración de la lista de preguntas o directamente con preguntas, respuestas probables y propuestas para contrapreguntar al Estado Parte. Estas preguntas precisarán la realidad del Estado en los derechos que la ONG crea conveniente  deban ponerse en debate.

Estas preguntas deben ser emitidas por escrito a los cinco miembros del Comité mientras se reúnen o a sus direcciones personales. También pueden presentarse directamente ante el grupo de trabajo, en una declaración verbal en la primera sesión del grupo de trabajo anterior al período de sesiones, que normalmente se celebra un lunes de 10.30 a 13.00 horas.

Presentar el Informe o declaraciones por escrito 

Alcanzar información por diversas vías da la oportunidad a las organizaciones de complementar los datos y reforzar las ideas principales del informe. Las vías que ofrece el Comité a las ONG son la presentación de un informe y una declaración por escrito. Para que tengan todas las oportunidades de llegar al Comité con sus demandas, recomendamos que se usen ambas vías.

1. Enviar el Informe de la ONG a la Secretaria del Comité:

Enviar 25 ejemplares y un resumen traducido a los idiomas oficiales del Comité, por lo menos una semana antes del periodo de sesiones del Comité, para que se distribuyan a los miembros del Comité: uno para cada miembro (18), tres para la Secretaría y cuatro para los intérpretes. La presentación de los Informes de las ONG se realiza unos 10 días antes que los de los Estado Parte.

2. Enviar las declaraciones por escrito a la Secretaría del Comité.

La exposición por escrito de las organizaciones no gubernamentales reconocidas como entidades de carácter consultivo general, no debe tener más de 2.000 palabras y la exposición de entidad consultiva  especial, o de las incluidas en la Lista no debe tener más de 1.500 palabras y deben estar escritas a doble espacio

Las organización no gubernamental, no reconocida como entidad consultiva por el Consejo Económico y Social, patrocinadas por una organización consultiva pueden participar con una exposición escrita. 

La exposición se traducirá a todos los idiomas de trabajo del Comité y se distribuirá como documento de las Naciones Unidas, si la Secretaría del Comité la recibe a más tardar tres meses antes del período de sesiones a que esté destinada.

3. Acreditar a la delegación.

Para llevar el informe ante el Comité es importante contar con un grupo de personas que puedan asumir la representación del informe ante los expertos y puedan intervenir con una exposición oral en el espacio designado para las ONG. Recordemos que cada ONG tiene un promedio de 15 minutos para la exposición, pero varía en función del número de ONG que desean intervenir.

Las delegaciones de las ONG deben obtener tarjetas de identidad para acreditarse mientras dure el período de sesiones. Estas pueden tramitarse en la Sección de Seguridad de la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra (ONUG) en la Villa "Les Feuillantines", 13, Avenue de la Paix, Ginebra, de lunes a viernes entre 8.00 y 14.30 horas, presentando una carta de acreditación y un documento de identidad.

4. Organizar las intervenciones orales.

Es necesario organizar la participación en las intervenciones orales, pueden dividirse los temas para cada orador. Esto hace más preciso y efectivo la exposición de los temas.

Utilizar un lenguaje directo, exponer hechos y datos precisos.

5. Organizar el cabildeo con los expertos del Comité.

La delegación representativa deberá asumir una estrategia de cabildeo con los miembros de Comité. Cada miembro de la delegación se debe encargar de proveer información relevante, sistematizada, concisa y que sea útil al trabajo de los expertos. Para ello es necesario conocer previamente del tema de interés de cada uno. Es necesario que establezcan esta relación fuera de las sesiones en donde se llevan a cabo los exámenes, es decir, en los pasadizos; probablemente tendrán que abordarlos durante los intervalos de receso.

6. Influir en las Observaciones Finales.

Influir en el contenido de las observaciones finales es el objetivo principal de las ONG. Para ello, éstas deben alcanzar borradores al relator y a los demás miembros del Comité para influir en la opinión que deberán expresar en la sesión privada del Comité, donde se aprueba la observación final. De éstas depende que los reclamos sociales nacionales repercutan a nivel internacional, para que la comunidad internacional pueda presionar sobre el Estado Parte.

7. Difundir simultáneamente en el país.

La difusión simultánea es una estrategia importante para mantener y         elevar el interés sobre los temas de controversia y de importancia nacional. La población nacional no puede mantenerse al margen del trabajo en el que ya ha sido involucrada, el compromiso asumido por ésta debe ser reconocido con el respeto de mantenerlas informadas de los avances en el Comité.

Formar una Red de Vigilancia Social

Es  importante contar con una Red de Vigilancia luego de la presentación del Informe. Esta red nos permitirá dar seguimiento a las observaciones finales del Comité, y mantener actualizada la información que servirá para el próximo informe, además de contar con una fuerza de exigencia legítima frente a los estados y las organizaciones internacionales.

1. Organizar la Red de Vigilancia.

Convocar eventos de consulta con la perspectiva de red participativa a través de la conexión de organizaciones sociales e individuos. Estos deberán seguir un plan de monitoreo de los derechos económicos, sociales y culturales.

2. Capacitar a los monitores de la Red en Vigilancia Social.

Los monitores deberán:

a. Conocer el contenido esencial del derecho, de la legislación nacional e internacional que lo ampara y de las obligaciones generales y específicas del Estado.

b. Medir la evolución o grado de satisfacción, dificultad o violación de los derechos económicos, sociales y culturales.

c. Determinar una línea de base del seguimiento  de la progresión o regresión del derecho. 

d. Identificar las violaciones de los derechos.

3. Elaborar un Plan de vigilancia:

El plan debe considerar:

a. Conformar un grupo impulsor que tenga la capacidad y la responsabilidad de coordinación y convocatoria.

b. Hacer el mantenimiento de la Red a través de la retroalimentación (capacitación e intercambio de información).

c. Planificar las acciones: La red se constituye en el natural autor del contrainforme, el canal de las demandas ante los tribunales nacionales e internacionales y, en una plataforma para el desarrollo del derecho teórico donde se siente jurisprudencia.

4. Priorizar las tareas de la Red.

Las acciones prioritarias de la Red son:

a. Difundir las Observaciones Finales a nivel nacional y sobre todo, en las líneas de acción de la Red.

b. Demandar el cumplimiento de las Observaciones Finales.

c. La Red de vigilancia debe ser un instrumento de presión sobre el Estado para que se cumplan las Observaciones, además impulsa a la sociedad a demandar el cumplimiento de éstas.

ANEXO I

	Nombre
	
	País
	
	Año de expiración
del mandato

(31 de diciembre)

	
	
	

	1. Sr. Mahmoud Samir AHMED
	Egipto
	2002

	2. Sr. Ivan ANTANOVICH
	Belarús
	2000

	3. Sr. Clément ATANGANA
	Camerún
	2002

	4. Sra. Virginia BONOAN‑DANDAN
	Filipinas
	2002

	5. Sr. Dumitru CEAUSU
	Rumania
	2000

	6. Sr. Óscar CEVILLE
	Panamá
	2000

	7. Sr. Abdessatar GRISSA
	Túnez
	2000

	8. Sr. Paul HUNT
	Nueva Zelanda
	2002

	9. Sra. María de los Ángeles JIMÉNEZ BUTRAGUEÑO
	España
	2000

	10. Sr. Valeri KOUZNETSOV
	Federación de Rusia
	2002

	11. Sr. Jaime MARCHÁN ROMERO
	Ecuador
	2002

	12. Sr. Ariranga Govindasamy PILLAY
	Mauricio
	2000

	13. Sr. Kenneth Osborne RATTRAY
	Jamaica
	2000

	14. Sr. Eibe RIEDEL
	Alemania
	2002

	15. Sr. Waleed M. SADI
	Jordania
	2000

	16. Sr. Philippe TEXIER
	Francia
	2000

	17. Sr. Nutan THAPALIA
	Nepal
	2002

	18. Sr. Javier WIMER ZAMBRANO
	México
	2002


ANEXO II

El Comité ha aprobado hasta ahora las siguientes observaciones generales:  

1. Observación general N.º 1 (1989) sobre la presentación de informes por los Estados Partes; 

2. Observación general N.º 2 (1990) sobre las medidas internacionales de asistencia técnica; 

3. Observación general N.º 3 (1990) sobre la índole de las obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto); 

4. Observación general N.º 4 (1991) sobre el derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 del Pacto); 

5. Observación general N.º 5 (1994) sobre las personas con discapacidad; 

6. Observación general N.º 6 (1995) sobre los derechos económicos; sociales y culturales de las personas de edad; 

7. Observación general N.º 7 (1997) sobre el derecho a una vivienda adecuada (párrafo 1 del artículo 11 del Pacto):  desalojos forzosos; 

8. Observación general N.º 8 (1997) sobre la relación entre las sanciones económicas y el respeto de los derechos económicos, sociales y culturales; 

9. Observación general N.º 9 (1998) sobre la aplicación interna del Pacto; 

10. Observación general N.º 10 (1998) sobre la función de las instituciones nacionales de derechos humanos en la protección de los derechos económicos, sociales y culturales; 

11. Observación general N.º 11 (1999) sobre los planes de acción para la enseñanza primaria (artículo 14 del Pacto);  

12. Observación general N.º 12 (1999) sobre el derecho a una alimentación adecuada (artículo 11 del Pacto); 

13. Observación general N.º 13 (1999) sobre el derecho a la educación (artículo 13 del Pacto); y 

14. Observación general N.º 14 (2000) sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 12 del Pacto).

Elaborado por:  Dante Vera Miller
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� TEXIER, Philippe, Magistrado Judicial, Francia y miembro del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ONU)


� Aprobados por un grupo de 29 expertos en derecho internacional convocados en Maastricht (Países Bajos) del 2 al 6 de junio de 1986


� Adoptadas el 26 de enero de 1997 en Maastricht por 30 expertos legales internacionales


� En el Anexo I aparece la relación de los miembros actuales del Comité


� Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Informe sobre los períodos de sesiones vigésimo segundo, vigésimo tercero y vigésimo cuarto. E/2001/22.  E/C. 12/2000/21 


� Informe sobre la Misión de Asistencia Técnica a Panamá del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (16 a 22 de abril de 1995) Anexo V del Informe sobre los períodos de sesiones 12 y 13 (1 a 19 de mayo de 1995 y 20 de noviembre a 8 de diciembre de 1995) E/C.12/1995/18


� Informe sobre la Misión de Asistencia Técnica a la República Dominicana del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (19 al 27 de septiembre de 1997) Anexo VI Informe sobre los períodos de sesiones 16. º y 17.º (28 de abril a 16 de mayo de 1997 y 17 de noviembre a 5 de diciembre de 1997) E/C.12/1997/10


� En el Anexo 2 aparece la relación de las 14 observaciones generales aprobadas hasta la fecha por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.


� Directrices revisadas relativas a la forma y el contenido de los informes que han de presentar los Estados Parte de conformidad con los artículos 16 y 17 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Anexo IV. Informe sobre le quinto período de sesiones (26 de noviembre a 14 de diciembre de 1990) E/1991/23 – E/C.12/1990/8


� Véase Documentos oficiales del Consejo Económico y Social, 1988, Suplemento N.º 4 (E/1988/14-E/C.12/1988/4), cap. IV, párr. 361.


� Ver Capítulo II Descripción general de los métodos de trabajo actuales del Comité. Informe sobre los períodos de sesiones vigésimo segundo, vigésimo tercero y vigésimo cuarto (25 de abril a 12 de mayo del 2000, 14 de agosto a 1 de septiembre del 2000 y 13 de noviembre a 1 de diciembre de 2000) Consejo Económico y Social. Documentos oficiales, 2001. Suplemento No 2. E/2001/22 – E/C. 12/2000/21


� Decisión 1992/259 de 20 de julio de 1992


� Noveno período de sesiones (22 de noviembre a 10 de diciembre de 1993) E/1994/23


� Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Informe sobre el séptimo período de sesiones. (23 de noviembre al 11 de diciembre de 1992). Consejo Económico y Social. Documentos Oficiales, 1993.Suplemento No 2 E/1993/2 – E/C. 12/1992/


� Informe sobre el Séptimo período de sesiones. 23 de noviembre al 11 de diciembre de 1992. E/1993/2


� Documentos Oficiales, 1997 Suplemento Nº 2 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Informe sobre los períodos de sesiones 14º y 15º (30 de abril a 17 de mayo de 1996 y 18 de noviembre a 6 de diciembre de 1996). E/1997/22 – E/C.12/1996/6


� El protocolo del Pacto será estrictamente facultativo y, en consecuencia, solamente se aplicará a los Estados  Partes que lo acepten expresamente mediante la adhesión al mismo o su ratificación.  


� (Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” de Colombia).


� (Folleto Informativo No 16 de las Naciones Unidas)


� Informe sobre el 5º período de sesiones, 1990, Anexo VI


� Informe sobre el 5º período de sesiones, 1990, Anexo VII


� A/45/636, anexo, párr. 68)


� Pueden ser incluidas en la Lista las organizaciones no gubernamentales que estén en condiciones de hacer contribuciones ocasionales y útiles a la labor del Consejo o sus órganos subsidiarios u otros órganos de las Naciones Unidas en su esfera de competencia.  El carácter consultivo especial se atribuye a las organizaciones no gubernamentales interesadas en esferas especiales de las actividades del Consejo.  El carácter consultivo general se atribuye a las organizaciones no gubernamentales con interés general en la mayoría de las actividades del Consejo.


� Las entrevistas realizadas en Colombia, México, Brasil y Perú a diversos promotores y responsables de la elaboración de informes al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, reconocen que la Declaración de Quito influyo tanto en el mayor conocimiento de estos derechos como en su decisión de hacer uso de los mecanismos establecidos por el Pacto, como es la presentación de informes alternativos al de los Estados Parte,


� “Nos ayudó la metodología de Social Watch de indicadores porque los compromisos de Copenhague están relacionados con el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Cruzamos algunos temas” Entrevista a Areli Sandoval, Equipo Pueblo.  


� “Deseamos que el documento sea un instrumento de presión y diálogo constructivo en el sentido de la implementación de los derechos reconocidos por el Pacto en el Brasil
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